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INTRODUCCIÓN 
 
La Defensoría del Pueblo en su labor de supervisión del cumplimiento de los deberes de la 
administración estatal, ha podido advertir una serie de deficiencias en la determinación de 
responsabilidades administrativo-disciplinarias en los procedimientos por actos de 
violencia y hostigamiento sexual de docentes contra alumnos y alumnas. Entre estas, las 
referidas a: 
 

 La omisión de investigar los hechos, alegando que al constituir un posible delito 
deben ser investigados por el Ministerio Público y el Poder Judicial. 

 La subsunción defectuosa de la falta. 

 La falta de motivación de las resoluciones. 
 
En ocasiones estas deficiencias han permitido el regreso a las aulas de los docentes 
hostigadores y violentadores, que en algunos casos han reincidido dentro y fuera de la 
institución educativa. 
 
Los actos de violencia y hostigamiento sexual repercuten negativamente en el 
comportamiento de la víctima, sobre todo cuando está en edad escolar, debido a que no 
solo puede afectar su desarrollo psicológico y emocional sino que puede configurarse en 
causal de deserción escolar, por ejemplo, cuando se produce el embarazo de la menor 
agraviada.

1
  

 
Al respecto, el Programa de Educación Sexual de la Universidad de Chile

2
  con relación al 

abuso sexual en menores de edad, señala que ―Una historia de abuso sexual pasada o 
actual a menudo está asociada a dificultades escolares, problemas de desconcentración y 
en general a una baja en el rendimiento académico (…). Otros efectos (…) son deserción 
escolar”.  
 
La Ley de Reforma Magisterial establece que se debe reprimir este tipo de conductas con 
la destitución del agresor, debido a que se trata de un profesional que no resulta idóneo 
para cumplir con el rol de formador integral del estudiante, quien es el centro del proceso y 
del sistema educativo. 
 
En ese sentido, para verificar la magnitud de esta problemática, la Defensoría del Pueblo 
realizó una sumaria investigación con la finalidad de conocer sobre la efectividad de los 
mecanismos establecidos para: 
 

 Garantizar los derechos fundamentales a la integridad, la salud, el libre desarrollo 
de la personalidad, el buen trato y la seguridad de los y las estudiantes. 

 Mantener el orden en la prestación de los servicios públicos a cargo del Estado. 

 Ratificar la confianza depositada por los padres y madres de familia en la escuela 
pública.   

 
Este informe contiene los resultados de la investigación realizada, así como un conjunto de 
recomendaciones orientadas a contribuir a que los procedimientos administrativos 
disciplinarios contra docentes que han incurrido en conductas de hostigamiento o violencia 

                                                           
1
 El Ministerio de Educación a través de su reporte de Estadística de la Calidad Educativa – Escale, Edudatos Nº 20 ―La 
deserción escolar en las adolescentes embarazadas del Perú‖, señala que uno de los factores extraescolares que 
pueden causar la deserción escolar es el embarazo adolescente. Ver:   
http://escale.minedu.gob.pe/c/document_library/get_file?uuid=823d895b-f750-48a6-94af-
f6c808cce7ed&groupId=10156. (Revisado el 25 de julio de 2018). 

2
 ―Impacto y Secuelas del Abuso Sexual en Adolescentes y Jóvenes‖. 
http://educacionsexual.uchile.cl/index.php/hablando-de-sexo/acoso-y-abuso-sexual/impacto-y-secuelas-del-abuso-
sexual-en-adolescentes-y-jovenes. (Revisado el 25 de julio de 2018). 

http://escale.minedu.gob.pe/c/document_library/get_file?uuid=823d895b-f750-48a6-94af-f6c808cce7ed&groupId=10156
http://escale.minedu.gob.pe/c/document_library/get_file?uuid=823d895b-f750-48a6-94af-f6c808cce7ed&groupId=10156
http://educacionsexual.uchile.cl/index.php/hablando-de-sexo/acoso-y-abuso-sexual/impacto-y-secuelas-del-abuso-sexual-en-adolescentes-y-jovenes
http://educacionsexual.uchile.cl/index.php/hablando-de-sexo/acoso-y-abuso-sexual/impacto-y-secuelas-del-abuso-sexual-en-adolescentes-y-jovenes
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sexual en agravio de sus estudiantes en las escuelas, cumplan con su objetivo de cautelar 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes y evitar que estos docentes regresen a las 
aulas y continúen poniendo en riesgo la integridad de los estudiantes. 
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PARTE I: MARCO LEGAL 
 
De acuerdo a nuestra Constitución Política la educación prepara a las personas para la 
vida y el trabajo. De este modo, se reconoce a la educación como un presupuesto para el 
ejercicio efectivo de otros derechos, es decir, para el desarrollo integral de todas las 
potencialidades del ser humano (artículo 13º).  
 
El derecho a la educación es un derecho fundamental, en la medida que una buena 
educación contribuye al libre desarrollo de la personalidad (intelectual, moral, psicológica y 
física)

3
 y facilita las relaciones sociales (solidaridad, cultura de paz).

4
 Asimismo, en el 

ámbito económico, se ha evidenciado que niveles más altos de educación permiten 
obtener mejores puestos laborales y, por ende, mayores ingresos.

5
  

 
En el Perú, la educación en las instituciones públicas es gratuita y la asistencia de los 
niños, niñas y adolescentes a la educación básica regular (inicial, primaria y secundaria) es 
obligatoria.

6
 En ese sentido, en la escuela confluyen dos actores fundamentales: el 

profesor y los estudiantes. 
 
La experiencia ha demostrado que, en algunos casos, la coexistencia en un mismo 
entorno o comunidad de personas en situación de vulnerabilidad, como los menores de 
edad quienes se encuentran en pleno proceso de formación básica, y personas que 
desempeñan el rol de autoridad, como los docentes que han sido ―preparados‖ en un nivel 
superior para incidir en la formación de los primeros (pedagogía), puede desencadenar 
abusos de poder.  
 
De hecho, el Ministerio de Educación ha registrado 16,864 casos de violencia escolar, de 
los cuales 1,537 están referidos a actos de violencia sexual proveniente del personal de 
las instituciones educativas en agravio de escolares.

7
 Por ello, la importancia de contar con 

un marco legal bien definido para cautelar la protección de los estudiantes en las escuelas. 
 
1.1. Hostigamiento sexual 

  
En el año 2002, con el fin de esclarecer los principios, deberes y prohibiciones éticos a los 
que se encuentra sujeta toda persona que brinda servicios en las entidades de la 
administración pública, se promulgó la Ley Nº 27815, Ley del Código de Ética de la 
Función Pública.

8
 Esta norma considera como una conducta prohibida el acoso sexual 

contra servidores públicos o subordinados, que puedan afectar la dignidad de la persona.
9
 

Sin embargo, ni la ley ni su reglamento, vigentes a la fecha, definen el acoso sexual. 
 
El mismo año, el acoso sexual también es regulado, sin definición operativa alguna, en la 
Resolución Ministerial Nº 1073-2002-ED que aprueba el procedimiento para las acciones 
de investigación y protección en casos de maltratos físicos, psicológicos o de violencia 
sexual, en agravio de los educandos, cometidos por el personal del Sector Educación 
 
 

                                                           
3
 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, Sentencia recaída en el Expediente 853-2015-PA/TC, FJ. 12.  

4
 Artículo 8º inciso a) y artículo 53 inciso b).de la Ley 28044, Ley General de Educación.  

5
 IGIÑIZ ECHEVARRÍA, Javier, Reflexiones sobre la conexión entre educación e ingreso, tomado el 14.12.17 de: 
white.lim.ilo.org/spanish/260ameri/oitreg/activid/proyectos/actrav/edob/material/pdf/archivo12.pdf 

6
 Artículo 17º de la Constitución Política del Estado. 

7
 Información proveniente de la Base de Datos del SíseVe actualizada al 21 de marzo del 2018. 

8
 Publicada el 13 de febrero de 2002. 

9
 Artículo 8º inciso 5) de la Ley 27815, Ley del Código de Ética en la Función Pública.  
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Posteriormente, la Ley 27942,
10

 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual, 
introduce la figura o el concepto del ―hostigamiento sexual típico o chantaje sexual‖,

11
 

definiéndolo y estableciendo una serie de elementos constitutivos y manifestaciones del 
mismo. Asimismo, incorporó en la Ley 24029, Ley del Profesorado, el deber de los 
docentes de no incurrir en actos de hostigamiento sexual. 
  
Mediante Decreto Supremo 10-2003-MIMDES se aprobó el reglamento de la Ley 27942, el 
cual define el hostigamiento sexual como la ―Conducta de naturaleza sexual u otros 
comportamientos de connotación sexual, no deseados o rechazados por la persona contra 
la cual se dirige y que afectan la dignidad de la persona‖.

12
 

 
La norma reglamentaria precisa que el hostigamiento sexual se configura con los 
siguientes elementos:

13
 

 
a) Una relación de autoridad o dependencia, o jerarquía o situación ventajosa. 
 
b) Un acto de carácter o connotación sexual: Estos actos pueden ser físicos, 

verbales, escritos o de similar naturaleza. 
 

c) El acto no es deseado o es rechazado manifiestamente, por la víctima. 
 

d) El sometimiento o el rechazo de una persona a dicha conducta se utiliza de forma 
explícita o implícita como base para una decisión que tenga efectos sobre el 
acceso de dicha persona a la formación o al empleo, sobre la continuación del 
mismo, los ascensos, el salario o cualesquiera otras decisiones relativas al 
empleo y/o dicha conducta creando un entorno laboral intimidatorio, hostil o 
humillante para la persona que es objeto de la misma”. 

 
Esta norma precisa que la reiteración no es relevante para los efectos de la constitución 
del acto de hostigamiento sexual. En ese sentido, se cataloga a la reiteración como un 
elemento indiciario que coadyuve a constatar la efectiva presencia del hostigamiento 
sexual. 
 
Asimismo, el artículo 15º del reglamento, señala algunas conductas por medio de las 
cuales puede manifestarse el hostigamiento sexual:  

 
a) Promesa explícita o implícita de un trato preferente o beneficioso respecto a su 

situación actual o futura a cambio de favores sexuales. 
 
b) Amenazas mediante las que se exige una conducta no deseada que atenta o 

agravia la dignidad de la presunta víctima, o ejercer actitudes de presión o 
intimidatorias con la finalidad de recibir atenciones o favores de naturaleza 
sexual, o para reunirse o salir con la persona agraviada. 
 

c) Uso de términos de naturaleza o connotación sexual escritos o verbales, 
insinuaciones sexuales, proposiciones sexuales, gestos obscenos que resulten 
insoportables; hostiles humillantes u ofensivos para la víctima tales como: 
escritos con mensajes de contenido sexual, exposiciones indecentes con 

                                                           
10

Publicada el 27 de febrero de 2003. 
11

Este tipo de conducta es considerada por el Tribunal del Servicio Civil como un tipo de falta muy grave sancionable 
con la destitución, tal como lo confirma en reiteradas resoluciones. Véase las resoluciones N° 312-2015-
SERVIR/TSC-Segunda Sala y 2137-2015-SERVIR/TSC-Segunda Sala.  

12
Glosario de términos, artículo 1º inciso b) del Reglamento de la Ley Nº 27942.  

13
Ibídem, artículo 5º. 
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contenido sexual y ofensivo, bromas obscenas, preguntas, chistes o piropos de 
contenido sexual; conversaciones con términos de corte sexual, miradas lascivas 
reiteradas con contenido sexual, llamadas telefónicas de contenido sexual, 
proposiciones reiteradas para citas con quien ha rechazado tales solicitudes, 
comentarios de contenido sexual o de la vida sexual de la persona agraviada, 
mostrar reiteradamente dibujos, grafitis, fotos, revistas, calendarios con contenido 
sexual; entre otros actos de similar naturaleza. 
 

d) Acercamientos corporales, roces, tocamientos u otras conductas físicas de 
naturaleza sexual que resulten ofensivos y no deseados por la víctima tales 
como: rozar, recostarse, arrinconar, besar, abrazar, pellizcar, palmear, obstruir 
intencionalmente el paso, entre otras conductas de similar naturaleza. 
 

e) Trato ofensivo u hostil por el rechazo de las conductas señaladas en este artículo. 
 
Por su parte, el Ministerio de Educación mediante la Resolución Ministerial 405-2007-ED, 
aprobó los ―Lineamientos de Acción en caso de maltrato físico y/o psicológico, 
hostigamiento sexual y violación de la libertad sexual a estudiantes de Instituciones 
Educativas‖, los cuales dan contenido al hostigamiento sexual sobre la base de la 
definición consignada en la Ley 27942, sin considerar la contenida en el reglamento de 
dicha ley, que es más amplia y que no hace referencia a la necesidad de la reiteración para 
que se configure la conducta.  
 
Estos lineamientos fueron derogados por la Resolución Ministerial 519-2012-ED que 
aprobó ―Lineamientos para la prevención y protección de las y los estudiantes contra la 
violencia ejercida por personal de las Instituciones Educativas‖, eliminándose la regulación 
sectorial sobre hostigamiento sexual en la relación docente-estudiante. 
 
En el año 2009, el Ministerio de Educación mediante Resolución Ministerial 201-2009-ED, 
aprobó la Directiva Nº 006-2009-ME/SG ―Procedimiento para la Prevención y Sanción del 
Hostigamiento Sexual en el Sector Educación‖.

14
 Sin embargo, este nuevo ―procedimiento‖ 

no distingue entre el hostigamiento sexual que se produce en el ámbito administrativo-
laboral, de aquel que ocurre en el ámbito de las escuelas, especialmente en el marco de 
relación docente-estudiante, por lo que su alcance pareciera quedar limitado al primero de 
los ámbitos señalados.  
 
Finalmente, en el año 2012 se aprobó la Ley 29944, Ley de Reforma Magisterial (LRM), en 
cuyo artículo 49º inciso f), se establece como causal de destitución de los/as docentes, la 
realización de ―conductas de hostigamiento sexual”. Sin embargo, ni la ley ni su 
reglamento, aprobado por el Decreto Supremo 004-2013-ED, desarrollan el concepto 
jurídico hostigamiento sexual.

15
  

 
Al respecto, es necesario recordar que los ―conceptos jurídicos‖ son elementos teóricos 
que vienen definidos por el Derecho, ya sea en su teoría, o en la propia legislación.

16
 La 

efectiva concreción de su definición es medular para efecto de la imposición de una 
sanción, teniendo en cuenta la función disuasoria que cumple el derecho disciplinario al 
considerar expresamente este tipo de conductas como faltas sancionables, así como por 
las exigencias del principio de tipicidad que establece que: 

                                                           
14

Aprobada por Resolución Ministerial 201-2009-ED. 
15

Similar situación se presentaba en el caso de la derogada Ley 24029, Ley del Profesorado, la cual recién incluyó 
como deber de los profesores: ―No incurrir en actos de hostigamiento sexual, conforme a ley sobre la materia‖, con la 
publicación de la Ley 27942.  

16
RUBIO CORREA, Marcial, El sistema jurídico. Introducción al Derecho, Décima Edición, Fondo Editorial PUCP, Lima, 
2009, p. 90. 
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“Solo constituyen conductas sancionables administrativamente las infracciones 
previstas expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación como 
tales, sin admitir interpretación extensiva o analogía. Las disposiciones 
reglamentarias de desarrollo pueden especificar o graduar aquellas dirigidas a 
identificar las conductas o determinar sanciones, sin constituir nuevas conductas 
sancionables a las previstas legalmente, salvo los casos en que la ley o Decreto 
Legislativo permita tipificar infracciones por norma reglamentaria”

17
. 

 
La metodología utilizada para la tipificación de las infracciones administrativas, en especial 
las disciplinarias, es variada y puede ir desde la configuración de conceptos jurídicos 
indeterminados

18
 —que dejan un margen razonable de intervención de las autoridades en 

su definición— o puede tratarse de definir exhaustivamente cada una de las conductas 
prohibidas. Cualquiera de los métodos presenta ventajas y desventajas a la vez.  
 
En el caso del concepto jurídico hostigamiento sexual utilizado por la LRM para tipificar la 
correspondiente infracción disciplinaria, la Ley 27942 brinda definiciones, elementos 
constitutivos y ejemplos de manifestaciones, que resultan sumamente útiles para su 
interpretación y aplicación, sin embargo el propio reglamento de dicha ley parece no 
considerarlos suficientes o del todo adecuados pues adiciona algunas precisiones muy 
relevantes, como la referida al rol que desempeña la figura de la reiteración de la conducta 
de hostigamiento. Dicho de otro modo: el concepto presenta cierto grado de 
indeterminación, que reiteramos es plenamente admisible pero que puede ser perfectible, 
con la finalidad de garantizar la imposición de sanciones ejemplares.  
 
Esta apariencia de indeterminación en ciertos extremos de ambas normas se acentúa en 
ámbitos específicos como el de la escuela misma o en la relación docente - estudiante. 
Esto se debe a que las normas con vocación omnicomprensiva, como la ley 27942 y su 
reglamento, en el afán de abarcar todos los ámbitos y supuestos a la vez, en ocasiones no 
llegan a ser del todo útiles y efectivas en escenarios muy particulares. Resulta así, 
necesario un desarrollo normativo especializado para este tipo de escenarios. 
 
Este es el contexto en que los operadores jurídicos del ámbito educativo del sector público 
deben recurrir a normas generales (la Ley 27942 y su reglamento), que exceden el campo 
de la enseñanza (la escuela y la relación docente - estudiante), para interpretar y aplicar el 
concepto indeterminado ―hostigamiento sexual‖. 
 
El riesgo evidenciado, es que estas normas de carácter general no distinguen si el 
hostigamiento sexual se trata de una conducta cometida por un adulto en agravio de un 
menor de edad, en el ámbito de una escuela o fuera de ella, pero en el marco de la 
relación docente-alumno, o si se produce en una oficina como consecuencia de una 
relación laboral, considerando que ambos casos son distintos y merecen un tratamiento 
particular. Por ello, es relevante el último párrafo de artículo 15º in fine del reglamento de la 
Ley 27942 que señala lo siguiente: 
 

 “Para el caso de niños, niñas y adolescentes se considerará para efectos de 
determinar la sanción correspondiente, cualquier acto de hostigamiento sexual 
como acto de hostigamiento sexual de la mayor gravedad”.   

 

                                                           
17

Artículo 246.4º del Texto Único Ordenado de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 
18

Sobre la utilización de conceptos jurídicos indeterminados en el ámbito sancionador ZEGARRA VALDIVIA, Diego, ―La 
utilización de conceptos jurídicos indeterminados en la tipificación de infracciones administrativas: breve 
aproximación a su estudio‖. En VII Congreso Nacional de Derecho Administrativo, EBC Ediciones-Thomson Reuters, 
Lima, 2016, pp. 697 - 711. 
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El pleno conocimiento del ordenamiento jurídico permite concluir que esta última 
disposición es aplicable al ámbito de las escuelas, sin embargo, al no estar expresado en 
un artículo independiente, puede que pase desapercibido para el operador jurídico y, como 
se verá en los resultados de la investigación realizada, pareciera que no es tomada en 
cuenta en los procedimientos administrativos disciplinarios contra docentes. 
 
En este escenario, es posible advertir cierta dispersión normativa en materia de 
hostigamiento. La ausencia de un enfoque especializado en el tratamiento del 
hostigamiento sexual en el marco de la relación docente-estudiante no contribuye a 
garantizar una adecuada aplicación normativa en una materia tan sensible y prioritaria. 
 
1.2. Violencia Sexual 

 
El artículo 49º inciso d) de la Ley 29944, Ley de Reforma Magisterial, establece como 
causal de destitución de los y las docentes ―incurrir en actos de violencia (…) contra los 
derechos fundamentales de los estudiantes‖.  
 
El concepto de ―violencia‖ tampoco es definido en la LRM ni en su reglamento. Es la 
Directiva 19-2012-MINEDU/VMGI-OET

19
 que aprueba los ―Lineamientos para la 

prevención y protección de las y los estudiantes contra la violencia ejercida por el personal 
de las Instituciones Educativas‖, la que desarrolla el concepto de violencia, y dentro del 
mismo identifica a la violencia sexual como el acto de índole sexual propiciado por un 
adulto o adolescente mayor, para su satisfacción sexual que puede consistir en: 
 

a) Contacto físico mediante tocamientos, frotamientos, besos íntimos, coito 
interfemoral, y actos de penetración con partes del cuerpo u objetos.  

 
b) Sin contacto físico a través del exhibicionismo, actos compelidos a realizar en el 

cuerpo del abusador o de tercera persona, o imponer la presencia en situaciones 
en donde el niño o niña se encuentra en la ducha o utilizando los servicios 
higiénicos u, obligarlo a presenciar pornografía o acosarlo en forma presencial o 
virtual. 

 
La definición de violencia sexual se reitera en los “Lineamientos para la Gestión de la 
Convivencia Escolar, la Prevención y Atención de la Violencia contra Niñas, Niños y 
Adolescentes”, aprobado por D.S. 4-2018-MINEDU, agregándose que, al tratarse de niñas, 
niños y adolescentes, no es necesario que medie la violencia o amenaza.  
 
1.3. Protección del estudiante en la prestación del servicio educativo. Derechos de 

los alumnos y deberes del profesor. 
 
En este contexto, para garantizar que la educación cumpla su finalidad de viabilizar el 
desarrollo integral de las potencialidades (derechos fundamentales) del ser humano y 
evitar toda situación de abuso como el hostigamiento y la violencia sexual que perjudique 
dicho proceso, el Perú, como muchos otros países, ha adoptado un marco legal protector 
para regular las relaciones que surgen de la prestación del servicio público educativo, 
donde el docente y el representante del Estado, asume un deber de especial cuidado. 
 
De dicho marco legal emanan normas que constituyen estándares de actuación que no 
pueden ser soslayados sin afectar el derecho fundamental a la educación y los otros 
derechos fundamentales que se relacionan con aquel. A continuación, se señalan algunos 
estándares vinculados al caso concreto. 
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Artículo 1º de la Resolución Ministerial 519-2012-ED. 
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a) Estándares de protección aplicables a los estudiantes  
 

‒ Desde la Constitución y el marco normativo del ámbito de la educación. 
 

Cuadro Nº 1 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
‒ Desde la Constitución, para todo ámbito, incluida la educación. 

 
Cuadro Nº 2 

 
 
 
 

 

b) Estándares exigibles a los docentes 
 

‒ Desde el marco normativo del ámbito de la educación 
 

Cuadro Nº 3 

 

 

Norma Artículo Estándares de protección 

Constitución 
Política  

15º 
El educando tiene derecho (…) al buen trato psicológico 
y físico. 

Ley General de 
Educación-LGE 

53º 
El estudiante es el centro del proceso y del sistema 
educativo. 

53º inc. a) 
Le corresponde (…) recibir un buen trato y adecuada 
orientación. 

Norma Artículo Estándares de protección 

Constitución 
Política  

2º inc. 1) 
Toda persona tiene derecho (…) a su integridad moral, 
psíquica y física. 

Norma Artículo 
Estándares idoneidad del docente y deberes del 

profesor 

Ley General 
de 

Educación-
LGE 

56º 

El profesor es agente fundamental del proceso 
educativo (…). Por la naturaleza de su función, la 
permanencia en la carrera pública docente exige al 
profesor idoneidad profesional, probada solvencia 
moral y salud física y mental que no ponga en riesgo la 
integridad de los estudiantes. 

Norma Artículo Estándar de exigibilidad 

Ley de 
Reforma 

Magisterial 

3º 

La profesión docente ―(…) Tiene como fundamento 
ético para su actuación profesional el respeto a los 
derechos humanos y a la dignidad de los niños (…) y 
el desarrollo de una cultura de paz (…). Esta ética 
exige del profesor idoneidad profesional, 
comportamiento moral (…)‖. 
 

40º 

Los profesores deben: 
c) Respetar los derechos de los estudiantes (…)‖. 
i) Ejercer la docencia en armonía con los 

comportamientos éticos y cívicos (…). 
n) Asegurar (…) el respeto mutuo (…). 
q) Otros que se desprendan de la presente ley o de 

otras normas específicas de la materia‖. 
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1.4. Función de la potestad disciplinaria en el sector público 
 
Una característica del derecho es que éste puede ser exigido por la fuerza o 
coactivamente, en caso de incumplimiento.

20
 Uno de estos mecanismos de coacción son 

las denominadas ―potestades sancionadoras disciplinarias‖, que por lo general son 
otorgadas, por imperio de la ley, a las organizaciones o corporaciones —como las 
instituciones educativas y las administraciones públicas—, que, en tanto entelequias 
jurídicas, se valen de terceros —sujetos a un vínculo de naturaleza laboral o de 
dependencia— para el ejercicio de sus funciones. 
 
De acuerdo a MARINA JALVO: ―La potestad disciplinaria sirve a la Administración Pública 
para la tutela de su organización, de forma que ésta pueda cumplir su función de servicio 
público eficaz, imparcial y con respeto a la legalidad. El poder disciplinario es, por tanto, un 
instrumento del que dispone la Administración para luchar contra los funcionarios que 
incumplen o abusan de sus funciones en perjuicio de la cosa pública, de los derechos y 
libertades del ciudadano‖.

21
 

 
Adicionalmente, el derecho disciplinario se presenta como un “[f]actor preventivo o de 
disuasión para que los agentes públicos que, por las razones que fueren, se sintieron 
tentados de actuar de un modo contrario a derecho, eviten actuar de forma irregular.‖

22
   

 
Para evitar excesos, el ejercicio del poder disciplinario está regido por el principio de 
tipicidad por lo cual, para poder sancionar un ―incumplimiento de funciones‖ a un 
trabajador o funcionario público es necesario que aquel incumplimiento esté previsto a 
título de falta, con meridiana claridad en la normatividad vigente. 
 
1.5. La obligación de procedimientos disciplinarios adaptados y rigurosos para los 

casos de hostigamiento y violencia sexual. 
 
El artículo 19º de la Convención sobre los Derechos del Niño, tomando en cuenta la 
especial situación de vulnerabilidad en la que se encuentran los niños, niñas y 
adolescentes, ha establecido claramente la obligación estatal de protegerlos frente al 
abuso o violencia sexual, en los siguientes términos:  

 
“Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, sociales y 
educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso 
físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el 
abuso sexual (…)”. 
 

Por ello recomienda la adopción de procedimientos de investigación rigurosos, adaptados 
a las personas menores de edad para identificar correctamente los casos de violencia y 
aportar pruebas a procesos administrativos, civiles, penales o de protección de menores, 
precisando la obligación de recabar la opinión de los menores de edad y tomarlas en 
cuenta,

23
 desde la perspectiva de evitar la impunidad. 

 
 

                                                           
20

RUBIO CORREA, Marcial, El sistema jurídico. Introducción al Derecho, Décima Edición, Fondo Editorial PUCP, Lima, 
2009, pp. 84-86. 

21
MARINA JALVO, Belén, El régimen disciplinario de los funcionarios públicos, Tercera Edición, Lex Nova, Valladolid, 
2006, p. 44. 

22
MABEL IVANEGA, Miriam. “Los principios constitucionales de la responsabilidad disciplinaria‖. En Derecho 
Administrativo en el Siglo XXI. Tomo II, Adrus D&L Editores SAC, Lima, 2013, p. 106.  

23
Comité de los Derechos del Niño. Observación General Nº 13 (2011). Derecho del niño a no ser objeto de ninguna 
forma de violencia, párrafo 51. 
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1.6. Configuración actual del sistema de faltas disciplinarias en la Ley de Reforma 
Magisterial. 
 

La Ley de Reforma Magisterial (LRM) ha ordenado su ―sistema de faltas‖ en las siguientes 
categorías: leves, no consideradas leves, graves y muy graves, correspondiendo a cada 
una de ellas las sanciones de amonestación, suspensión, cese y destitución, 
respectivamente.  
 
Este sistema tiene como base o fundamento común el establecimiento de una falta madre 
o genérica, la cual se enuncia reiteradamente en la descripción inicial de cada uno de los 
―grupos de faltas‖ organizados entre los artículos 46º al 49º de la LRM, en los siguientes 
términos: 
 

“[E]l incumplimiento de los principios, deberes, obligaciones y prohibiciones en el 
ejercicio de la función docente, debidamente comprobado (…)”.

24
 

 
Para referirnos a esta ―falta madre‖, a partir de ahora nos referiremos simplemente a un 
―Incumplimiento de funciones‖ (en mayúscula inicial y cursiva). De acuerdo al Tribunal 
Constitucional, este tipo de faltas son ―cláusulas de remisión‖, al estilo de las previstas en 
el Decreto Legislativo Nº 276 (―incumplimiento de normas‖ y ―negligencia en el desempeño 
de las funciones‖),

25
 las cuales requieren ser complementadas a través de: 

 
“(…) el desarrollo de reglamentos normativos que permitan delimitar el ámbito de 
actuación de la potestad sancionadora, debido al grado de indeterminación e 
imprecisión de las mismas (…).

26
 

 
Así, en cada oportunidad que se tenga que evaluar un ―Incumplimiento de funciones‖, lo 
primero que se debe realizar es completar la ―falta madre‖, por ejemplo, con el ―listado de 
deberes básicos‖ del magisterio contenidos en el artículo 40º de la LRM.  
 
Sobre esta base común, en el caso del ―Incumplimiento de funciones‖ leve y no 
considerado leve, la LRM se limita a precisar que las sanciones que corresponderán a 
estos dos supuestos serán las de amonestación y suspensión, respectivamente, siendo 
ambas impuestas por el director de la Institución Educativa. (artículos 46º y 47º de la 
LRM). 
 
Para el caso del ―Incumplimiento de funciones‖ grave y muy grave, la LRM prevé las 
sanciones de cese y destitución, respectivamente. Sin embargo, en estos dos ―grupos de 
faltas‖ (graves y muy graves) la LRM ha establecido una ―lista de supuestos de hecho 
específicos‖ que, por su alto grado de reproche, han sido identificados de antemano como 
graves y muy graves y por ende merecedores de una sanción específica, según sea el 
caso. 
 
Las faltas graves y muy graves son sancionadas por el titular de las Instancias de Gestión 
Educativa Descentralizada (IGED), previo procedimiento administrativo disciplinario, cuyo 
trámite está a cargo de la Comisión de Procesos Administrativos Disciplinarios para 
Docentes – COPROAD, que tiene entre sus funciones: 
 
 
 
 

                                                           
24

Artículo 46º de la Ley 29944, Ley de Reforma Magisterial. 
25

Actualmente derogadas y sustituidas por otras similares en la Ley 30057, Ley del Servicio Civil. 
26

Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el Expediente 2192-2004-AA /TC, FJ. 6 y 7. 
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‒ Calificar e investigar las denuncias que le sean remitidas. 
‒ Elaborar un informe preliminar

27
 que recomiende la apertura o no del 

procedimiento administrativo disciplinario. 
‒ Elaborar un informe final que recomiende la sanción o absolución del procesado. 

 
La Comisión de Procedimientos Administrativos Disciplinarios está conformada por: 
 

‒ Un/a representante de la IGED, quien la preside. 
‒ Un/a representante de la Oficina de Personal de la IGED, profesional en derecho, 

quien actuará como secretario/a técnico/a. 
‒ Un/a representante de los profesores nombrados de la jurisdicción. 

 
1.7. La Presentación de la denuncia y su comunicación a las autoridades       

competentes 
 
Cualquier persona que tenga conocimiento de un acto de violencia en agravio de las 
alumnas y/o alumnos, puede presentar su denuncia de tres formas: 
 

a) Verbal: La denuncia puede ser presentada de forma verbal ante el/la director/a de 
la institución educativa, quien convocará a los padres de familia de la presunta 
víctima para la elaboración del acta donde se registre la fecha, los hechos e 
identifique al presunto responsable. El acta suscrita será remitida al titular de la 
IGED y al Ministerio Público, dentro de las 24 horas de conocido el caso (Numeral 
7.1.2. literal a) de la RVM 519-2012-MINEDU) 

 
b) Escrita: Este tipo de denuncia puede presentarse ante el director de la Institución 

Educativa o ante la Oficina de Trámite Documentario de la Instancia de Gestión 
Educativa Descentralizada (UGEL o DRE) a la que pertenezca la Institución 
Educativa, exponiendo los hechos, tratando de identificar al presunto responsable 
y adjuntando los medios probatorios con los que pudiera contar. (Numeral 7.1.2. 
literal b) de la RVM 519-2012-MINEDU) 

 
c) SíseVe: Previa inscripción como usuario/a del Sistema SíseVe,

28
 cualquier 

persona (escolar, víctima o testigo) puede reportar un caso de violencia escolar, 
precisando los hechos ocurridos, los datos de la escuela, la persona agredida y 
los presuntos agresores. La persona que realiza el reporte recibe un número de 
seguimiento, consejos para que un incidente similar no se repita, y la dirección de 
servicios donde encontrar apoyo en su localidad (Demuna, comisaría, fiscalía).  
 

1.7.1. Medida preventiva 
 
Tratándose de denuncias administrativas o judiciales por conductas de hostigamiento o 
violencia sexual en agravio de un/a estudiante, el/la directora/a de la institución educativa, 
bajo responsabilidad, dispondrá de oficio la separación preventiva del docente denunciado, 
hasta la conclusión del procedimiento administrativo disciplinario o el proceso judicial, 
dando cuenta de su decisión al titular de la IGED.

29
 

 
De no disponer dicha medida corresponderá al titular de la IGED realizar la separación 
preventiva del docente denunciado.  
 

                                                           
27

Dicho informe contiene las conclusiones de la investigación preliminar realizada sobre los hechos denunciados. Plazo 
máximo para su emisión, 30 días. (artículo 26º de la RVM 91-2015-MINEDU).  

28
La afiliación al sistema SíseVe puede hacerse ingresando a: http://publico.SíseVe.pe/Reporte/Afiliacion/Registro?t=2 

29
Artículo 44° de la LRM, concordante con el artículo 86° del Reglamento de la LRM. 
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1.7.2. Flujo grama de Procedimiento Administrativo Disciplinario para Docentes 
 

 

Denuncia (Escrita o verbal)

                   

Vía resolución, el director de la 

I.E dispondrá la separación 

preventiva del docente 

denunciado, poniendola en 

conocimiento de la IGED. Ante su 

omisión el director de la IGED 

adoptará dicha medida.  

 

El director de la I.E  comunica la 

denuncia, en el término de 24 

horas, a la Instancia de Gestión 

Educativa Descentralizada 

(UGEL o DRE).
    

            Etapa Preliminar            Etapa complementaria  

Recibida la denuncia, se pone 

en conocimiento de la Comisión 

de Procedimientos 

Administrativos Disciplinarios 

para Docentes (Coproad) para 

el inicio de la investigación 

preliminar.           

Dentro del plazo de 30 días, 

realiza investigaciones y emite un 

informe preliminar recomendando 

la apertura o no del procedimiento 

administrativo disciplinario.

           

La Coproad realiza investigaciones 

complementarias del caso, elevando su 

informe final al titular de la UGEL, en el 

plazo de 45 días, recomendando la 

sanción o el archivo de la denuncia.

 

                                                                     Etapa Decisoria  

           

Dentro del plazo de 5 días, el titular de la 

UGEL emite su resolución de sanción o 

de archivo. La resolución  de sanción es 

de ejecucion inmediata.
 

           Etapa de revisión  

           

El docente sancionado, dentro del plazo 

de 15 días de notificado, podrá 

interponer recurso de apelación, que 

será resuelto en última instancia 

administrativa por el Tribunal del Servicio 

Civil.  

    
 

1.8. Especial mención a la predeterminación de la sanción dispuesta para los actos 
de hostigamiento y violencia sexual realizados por docentes  

 
De acuerdo al artículo 44º de la Constitución Política, el Estado peruano tiene el deber 
primordial de promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia, el cual se 
ejercita en el contexto de una economía social de mercado. Es así que, el progreso social 
y económico del país, se sustenta —dentro de otros— en la propia iniciativa privada, el 
empleo productivo y la educación para el trabajo. En este marco, el Estado asume los 
postulados de la justicia social de múltiples maneras, ya sea promoviendo los referidos 
derechos o propiciando condiciones para su ejercicio, así como brindando servicios 
esenciales como la educación que serán la base para el ejercicio pleno y efectivo de otros 
derechos.   

El titular de la UGEL 

emite la resolución 

respectiva en el plazo 

de 5 días de recibido el 

informe preliminar. 
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De este modo, se ha señalado que: ―La justicia social es un ideal o valor social que 
caracteriza la convivencia humana y guía la creación de lazos sociales. De acuerdo con 
ella, todos los miembros de la sociedad deben participar en el bienestar, así como en la 
creación, multiplicación y conservación de la riqueza.”

30
 Se precisa también que ―la justicia 

social implica la búsqueda en el plano económico de la igualdad de oportunidades para el 
despliegue de los propios talentos y se basa en la solidaridad con el resto de los 
ciudadanos‖.

31
 

 
Es así que, la educación es uno de los presupuestos para la realización de la justicia social 
y el/la docente representa al Estado en el ejercicio de esta función.

32
 La educación y la 

justicia social fomentaran una cada vez mayor cohesión social, necesaria para una vida 
pacífica y respetuosa de los derechos de todas las personas. 
 
La realización de conductas tan reprochables como el hostigamiento sexual y la violencia 
sexual, representan un desvalor en sí mismas que socava el rol que el Estado está 
llamado a cumplir, razón por la cual han sido tipificadas como faltas muy graves en la LRM 
que dan lugar a la destitución del/la docente, conforme se indica a continuación: 

 
Cuadro Nº 4 

 
Codificación de la 

falta (artículo) Descripción de la falta Sanción 
Normas que 

completan el tipo 

49º inc. d) 

Incurrir en actos de violencia o 
causar grave perjuicio contra los 
derechos fundamentales de los 
estudiantes y otros miembros de 
la comunidad educativa y/o 
institución educativa, así como 
impedir el normal 
funcionamiento de los servicios 
públicos. 

Destitución 

- Directiva 019-2012- 
MINEDU/VMGI-OET

33
 

- Decreto Supremo 004-
2018-MINEDU.

34
 

 

49º inc. f) 

Realizar conductas de 
hostigamiento sexual y actos 
que atenten contra la integridad, 
indemnidad y libertad sexual 
tipificados como delitos en el 
Código Penal. 

Destitución 

- Ley 27942, Ley de 
prevención y sanción 
del Hostigamiento 
Sexual. 

- Decreto Supremo 010-
2003-MINDES, 
Reglamento de la Ley 
27942. 

- Directiva 006-2009-
ME/SG.

35
  

 
 
Adicionalmente, a dichas faltas específicas la denominada ―falta madre‖ contenida en el 
artículo 49º de la LRM permite imputar al/la docente agresor u hostigador sexual la falta de 
idoneidad profesional y solvencia moral que se requiere para la permanencia en la carrera 
magisterial: 
 

                                                           
30

RESICO, Marcelo, Introducción a la Economía Social de Mercado, Primera edición, Konrad Adenauer Stiftung, Buenos 
Aires, 2010, p. 127. 

31
Ibídem. 

32
Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el Expediente 6113-2008-PA/TC, Fj. 3 

33
Lineamientos para la prevención y protección de las y los estudiantes contra la violencia ejercida por personal de las 
instituciones educativas. 

34
Lineamientos para la gestión de la Convivencia Escolar, la Prevención y la Atención de la Violencia contra Niñas, 
Niños y Adolescentes. 

35
Procedimientos para la prevención sanción del hostigamiento sexual en el Sector Educación. 
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Cuadro Nº 5 

 

Codificación de la 
falta (artículo) 

Descripción de la falta Sanción 
Normas que 

completan el tipo 

49º ―madre‖ 

La transgresión por acción u 
omisión de los principios, deberes, 
obligaciones y prohibiciones en el 
ejercicio de la función docente, 
considerado como muy grave. 

Destitución 

- LGE, art.56º 
- LRM, art. 3º y Art. 40º 

inc. c), i) y q) 
  (Ver Cuadro 3). 

 
En las Resoluciones Nros. 2176-2015-SERVIR-TSC-Primera_Sala y 133-2016-SERVIR-
TSC-Primera_Sala, el Tribunal del Servicio Civil ha puesto de relieve la vinculación entre el 
deber de comportamiento ético del docente propio de la carrera magisterial y la realización 
de conductas de hostigamiento sexual, ratificando la imposición de: 
 

―(…) la sanción de destitución en el ejercicio de sus funciones al impugnante, al 
haberse acreditado su responsabilidad administrativa por contravenir lo establecido 
en el literal e) del artículo 40º de la Ley 29944, incurriendo con ello en la falta grave 
tipificada en el literal f) del artículo 49º de la referida ley, que refiere que es causal 
de destitución el realizar conductas de hostigamiento sexual y actos que atente 
contra la integridad, indemnidad y libertad sexual tipificados como delitos en el 
Código Penal; al haber ejercido violencia sexual en agravio de las menores de 
iniciales Y.M.A., H.U.C., S.R.V. y V.P.T‖.

36
 

 
 
PARTE II: SUPERVISIÓN DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO 
 
2.1. Metodología Aplicada 
 
En la labor de supervisión de la Defensoría del Pueblo, se ha tenido la oportunidad de 
revisar expedientes disciplinarios en el ámbito educativo, advirtiéndose una serie de vicios 
formales y sustanciales que se repiten, como la producción de nulidades que dilatan el 
proceso y generan incertidumbre, así como la imposición de sanciones menores a las que 
legalmente corresponden.  
 
En el caso registrado en la Oficina Defensorial de Piura, se advirtió que la denuncia 
presentada contra un docente por actos de hostigamiento sexual, al realizar propuestas 
sexuales a uno de sus alumnos vía red social, fue calificada mediante la Resolución 
Directoral UGEL Sullana Nº 2019-2014 como un tipo de falta grave y sancionada con un 
año de cese temporal. No obstante, luego de su impugnación, la sanción se redujo a seis 
meses y al ser apelada, se concluyó absolviendo al docente denunciado. 
 
Esta decisión conllevó a la Dirección Regional de Educación de Piura a declarar de oficio 
la nulidad del procedimiento administrativo disciplinario, disponiendo el reinicio del mismo 
debido a la falta de valoración de las pruebas que demostrarían la responsabilidad del 
docente denunciado. 
 
Adicionalmente, se observó que la denuncia se refería a un acto de violación sexual 
cometida por el docente contra su alumno, sin embargo, la conducta relacionada a este 
acto fue dejada de lado en sede administrativa, bajo el argumento que se encontraba en 
investigación ante el Ministerio Público. 
 

                                                           
36

Texto extraído de la Resolución 133-2016-SERVIR-TSC-Primera_Sala. 
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Este caso motivó la realización de una sumaria investigación que nos permitió una 
aproximación meridianamente clara a los resultados de la aplicación de los mecanismos 
de protección de los y las estudiantes frente a conductas de hostigamiento y violencia 
sexual. 
 
En ese sentido, se tomó una muestra de expedientes disciplinarios tramitados por las 
Instancias de Gestión Educativas Descentralizadas (IGED) para sancionar dichas 
conductas, a fin de revisar la forma en que se viene cumpliendo el procedimiento 
administrativo disciplinario por estos temas. Para la muestra, se tomó como criterio 
seleccionar a los seis departamentos que presentaban el mayor número de denuncias por 
violencia física, psicológica y sexual en agravio de estudiantes según el Sistema 
Especializado en reportes de casos sobre Violencia Escolar (SíseVe). 
 
Asimismo, se solicitó a las IGED de Ancash, Callao, Huánuco, Lambayeque, Piura y San 
Martín la remisión de copia de todos los documentos oficiales (oficios, memorandos, 
resoluciones e informes, inclusive los de escalafón) emitidos en cada uno de los 
procedimientos administrativos disciplinarios abiertos contra el personal docente, en el 
periodo 2015-2017, como consecuencia de la interposición de denuncias por todo hecho 
de connotación sexual (incluyendo frases impropias, roces, entre otros supuestos). 
 
A pesar de tratarse de una labor sencilla de expedición de copias certificadas, algunas 
IGED excedieron el plazo otorgado para su remisión. La información enviada fue disímil —
llegando incluso a remitirse una relación de docentes procesados y no las copias 
requeridas—. En ningún caso se remitieron copias de las resoluciones que se pudieron 
haber expedido en segunda instancia o de nulidades. De un total de 128 casos remitidos, 
solamente se pudieron sistematizar 78 casos que contaban con copia de las resoluciones 
de apertura y fin del proceso, seguidos ante las Unidades de Gestión Educativa Local 
(Ugel). 
 
También, se solicitó al Ministerio de Educación la base de datos del SíseVe y del Sistema 
Informático de Monitoreo de Expedientes (SIMEX), a fin de conocer los parámetros 
utilizados para el registro de los casos por hostigamiento y violencia sexual, su nivel de 
implementación y su funcionalidad. Si bien la base de datos del SíseVe se remitió 
oportunamente, no ocurrió lo mismo con la referida al SIMEX. 
 
Del mismo modo, se solicitó a la Autoridad Nacional del Servicio Civil (SERVIR) la base de 
datos de los recursos de apelación resueltos por parte del Tribunal del Servicio Civil (TSC) 
en el periodo 2015-2017, referidos al régimen de la Ley de Reforma Magisterial. El TSC 
identificó 174 resoluciones emitidas en casos de hostigamiento y violencia sexual. La 
Defensoría del Pueblo verificó el contenido de cada una de las resoluciones a fin de 
extraer datos relevantes sobre este tipo de casos. 
 
Finalmente, se solicitó a dicha entidad la base de datos del Registro Nacional de 
Sanciones contra Servidores Civiles (RNSSC), a fin de verificar el efectivo cumplimiento 
del registro de las sanciones de cese temporal y destitución del personal docente por 
conductas de hostigamiento y violencia sexual. 
 
2.2. Resultados de la Supervisión 
 
Los resultados de la investigación realizada por la Defensoría del Pueblo, comprenden los 
siguientes aspectos: 
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2.2.1. El Sistema Especializado en reporte de casos sobre Violencia Escolar 
(SíseVe) 

 
El año 2014, el Ministerio de Educación implementó la Estrategia Nacional contra la 
Violencia Escolar denominada ―Paz Escolar‖ y creó el Sistema Especializado en reporte de 
casos sobre Violencia Escolar (SíseVe), para que cualquier persona (escolares o adultos) 
pudieran reportar casos de violencia escolar de manera virtual, a nivel nacional. Previa 
inscripción como usuario(a) del SíseVe.

37
 

 
Esta plataforma digital de acceso directo a internet permite que cualquier persona que sea 
víctima o conozca de hechos de violencia en agravio de las alumnas y alumnos, de una 
institución educativa pública o privada, pueda reportar el caso. La persona que realiza el 
reporte recibe un número de seguimiento, consejos para que un incidente similar no se 
repita, y la dirección de servicios locales donde podrían atender su caso (Demuna, fiscalía, 
comisaría). 
 
Las autoridades de la Institución Educativa, dentro de las 24 horas de conocido un caso de 
violencia física o sexual cometido por el personal de la institución educativa, comunicarán 
el caso a la Fiscalía Penal/Mixta o a la comisaría de su jurisdicción. Asimismo, la pondrán 
en conocimiento de la Instancia de Gestión Educativa Descentralizada (IGED) 
correspondiente. 
 
Los Lineamientos para la Gestión de la Convivencia Escolar, la Prevención y la Atención 
de la Violencia contra Niñas, Niños y Adolescentes,

38
 disponen que todo caso de violencia 

escolar del que se tenga conocimiento será anotado en el Libro de Registro de Incidencias 
de la institución educativa y reportado en el portal del SíseVe. Asimismo, se dispone que 
sea el Comité de Tutoría y Orientación Educativa de las instituciones educativas, el 
responsable de asegurar su afiliación al SíseVe.  
 
Conforme a la base de datos del SíseVe, se observa que en el periodo 2015 – 2017, en las 
Instituciones Educativas Públicas, se reportaron 5506 denuncias por actos de violencia 
(física, psicológica, verbal y sexual) proveniente del personal de la institución educativa en 
agravio de los alumnos, de los cuales 1270 —es decir el 23%— estaban referidas a 
violencia sexual. 
 
Las denuncias por actos de violencia -en general- proveniente del personal educativo en 
agravio de estudiantes ha aumentado año a año y la proporción de casos por violencia 
sexual (docente - estudiante) se ha mantenido, conforme se muestra a continuación: 
 

                                                           
37

La afiliación al sistema SíseVe puede hacerse ingresando a: http://publico.SíseVe.pe/Reporte/Afiliacion/Registro?t=2. 
38

Aprobado por Decreto Supremo Nº 004-2018-MINEDU y publicado el 13 de mayo de 2018. 
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Gráfico Nº 1 
 

 
    Fuente: Base de Datos del SíseVe  
     Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 

Asimismo, se aprecia que las conductas de violencia sexual denunciadas tienen como 
principales víctimas a estudiantes de educación secundaria registrando un total de 789 
casos (62.2%), mientras que los casos que involucran a estudiantes de primaria ascienden 
a 376 casos (29.6%). 

Gráfico Nº 2 
 

 
                     Fuente: Base de Datos del SíseVe  
                     Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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Finalmente, la base de datos refleja que, de los 1270 casos reportados por conductas de 
violencia sexual, 1183 (93%) tiene como víctima a una mujer, y 87 (7%) casos tienen como 
víctima a un hombre. 
 

Gráfico Nº 3 

 

 
                           Fuente: Base de Datos del SíseVe  
               Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 

2.2.2. Sistema Informático de Monitoreo de Expedientes – SIMEX  
 
El Ministerio de Educación también dispuso la creación del Sistema Informático de 
Monitoreo de Expedientes (SIMEX), a fin de monitorear los procedimientos administrativos 
disciplinarios iniciados contra el personal de las instituciones educativas. 
 
Este sistema se diseñó con el fin de contar con una plataforma digital con acceso vía 
internet que permitiera el registro de las denuncias ingresadas en las Comisiones de 
Procedimientos Administrativos Disciplinarios contra el personal de educación, conocer 
cuántas de ellas dieron inicio a un procedimiento administrativo disciplinario y cuántas de 
ellas terminaron en la absolución o sanción del docente encausado.  
 
La Resolución Ministerial Nº 308-2014-MINEDU que oficializa el Sistema Informático de 
Monitoreo de Expedientes (SIMEX), establece su uso obligatorio por parte de las 
Instancias de Gestión Educativa Descentralizadas.  
 
Por lo tanto, mediante Resolución Viceministerial Nº 091-2015-MINEDU, se dispuso que 
―El titular de la Instancia de Gestión Educativa Descentralizada deberá asignar por escrito 
a un servidor la función de ingresar en el SIMEX la información sobre las denuncias 
remitidas a las comisiones, desde su ingreso hasta su culminación.‖ Asimismo, 
corresponde al Secretario Técnico de cada Comisión de Procedimientos Administrativos 
Disciplinarios (Coproad) asegurar el registro y permanente actualización de los 
expedientes en el sistema SIMEX, conforme al artículo 15º, numeral 16 de la citada 
resolución. 
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a) Implementación del SIMEX 
 
Desde el 2014, hasta el mes de julio del 2018, solo 151 de 246 Instancias de Gestión 
Educativas Descentralizadas (IGED) —es decir el 61.3%—  han cumplido con asignar ante 
el Ministerio de Educación al servidor encargado de ingresar al SIMEX la información 
sobre las denuncias que son remitidas a la Comisión de Procedimientos Administrativos 
Disciplinarios para Docentes (Coproad).  
 
La omisión de dicha designación por parte de las IGED, retrasa la implementación del 
SIMEX en su localidad, debido a que no cuenta con un usuario y contraseña para el 
acceso y uso de dicho sistema. Los niveles de cumplimiento, por departamento, se 
detallan a continuación: 
 

Gráfico Nº 4 
 

 
      Fuente: Ministerio de Educación - Informe Nº 167-2018-MINEDU/SG-OTEPA 
    Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 

En ese sentido, la implementación del Sistema Informático de Monitoreo de Expedientes 
(SIMEX), cuatro años después de su oficialización, supera apenas el 60% en su 
implementación, siendo la UGEL Maynas una de las últimas en acceder a este sistema, 
como consecuencia de la recomendación contenida en el Informe de Auditoria Nº 378-
2018-G/GRLO-AC, elaborado por la Gerencia Regional de Control de Loreto, publicado en 
Julio del 2018. 



 

    DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

22 

 

Conforme se observa en el Gráfico Nº 4 las Direcciones Regionales de Educación de 
Huancavelica, Lima Provincias, Madre de Dios y Puno registran 0% en su implementación.  
 
Por otro lado, en las IGED donde se ha implementado el SIMEX, se incurre en la omisión 
de registro de datos. Así, vemos que las 519 denuncias registradas entre el 2015 y 2017, 
no muestran información en los siguientes temas: 

 
Gráfico Nº 5 

 

 
            Fuente: Base de Datos del SIMEX 
            Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
Al respecto, el Ministerio de Educación señala que a pesar de las solicitudes dirigidas a las 
Direcciones Regionales de Educación para el cumplimiento del uso obligatorio del SIMEX 
y el registro permanente de los expedientes en dicho sistema, ha identificado que “(…) no 
todas las Direcciones Regionales de Educación ni las Unidades de Gestión Educativa 
Local vienen cumpliendo con su obligación de registrar información sobre los 
procedimientos disciplinarios a pesar de tener designado al responsable de ello, y en otros 
casos por cuanto no han cumplido con designar a los responsables para el registro de la 
información.‖

39
 

 
La falta de registro de las resoluciones finales no sólo impide verificar los tiempos en los 
cuales fueron resueltos sino también conocer cuál fue el resultado final de la denuncia 
(sanción o absolución), desvirtuándose la razón del SIMEX, que es la de brindar 
información certera con respecto al estado de los expedientes ingresados a las 
Comisiones de Procedimientos Administrativos Disciplinarios para Docentes (Coproad), así 
como facilitar la toma de decisiones del titular de la IGED ante las faltas administrativas 
denunciadas. 
 
Asimismo, la omisión de registrar datos referidos a la resolución final y a la impugnación de 
esta, no permite conocer si las sanciones de cese y destitución que pudieran haber sido 
impuestas, quedaron consentidas o fueron confirmadas en segunda instancia, y 
consecuentemente registradas en el Registro Nacional de Sanciones contra Servidores 

                                                           
39

Informe Nº 095-2018-MINEDU/SG-OTEPA de fecha 30 de abril de 2018. 
La razón expuesta, es reiterada a través del Informe Nº 167-2018-MINEDU/SG-OTEPA, donde señala que noventa y 
cinco (95) IGED no cuentan con acceso al SIMEX debido a que no han realizado dicha solicitud, pese a los 
requerimientos efectuados. 
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Civiles (RNSSC),
40

 a fin de evitar la contratación de personal en el Estado que cuente con 
una sanción vigente de inhabilitación. 
 

b) Denuncias registradas 
 
La base de datos del SIMEX remitida por la Oficina General de Transparencia, Ética 
Pública y Anticorrupción del Ministerio de Educación

41
 muestra que en el periodo 2015 – 

2017, el registro de expedientes se incrementó año a año, acumulando un total de 14,725 
denuncias. Los casos por hostigamiento y violencia sexual siguieron la misma tendencia y 
ascendieron a 519, representando el 3.52% de los procesos registrados en el SIMEX, 
conforme se muestra a continuación: 
 

Gráfico Nº 6 

 

 
  Fuente: Base de Datos del SIMEX  
  Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
La base de datos del SIMEX muestra también las regiones que registran el mayor número 
de denuncias por violencia y/o hostigamiento sexual a nivel nacional.  
 

 
 
 
 

                                                           
40

Antes denominado Registro Nacional de Sanciones de Destitución y Despido – RNSDD, en cumplimiento del artículo 
1 del Decreto Legislativo Nº 1295. 

41
Remitida mediante Oficio Nº 2272-2018-MINEDU/SG de fecha 10 de mayo de 2018 
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Gráfico Nº 7 
 

 
             Fuente: Base de Datos del SIMEX 
             Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
 

2.2.3. Trámite de expedientes según el SIMEX 
 
Según la información registrada en el SIMEX sobre la tramitación de denuncias por 
conductas de hostigamiento y violencia sexual, se observa lo siguiente: 
  

a) Registro de información sobre la separación preventiva 
 
Tratándose de denuncias administrativas o judiciales por los presuntos delitos de violación 
contra la libertad sexual y hostigamiento sexual en agravio de un o una estudiante, el/la 
directora/a de la institución educativa, bajo responsabilidad, debe disponer de oficio la 
separación preventiva del/la docente denunciado/a, hasta la conclusión del procedimiento 
administrativo disciplinario o el proceso judicial, dando cuenta de su decisión al titular de la 
IGED correspondiente. Ello conforme a lo regulado en el artículo 44º de la LRM y en el 
artículo 29º de la Resolución Viceministerial Nº 291-2015-MINEDU. 
 
Asimismo, cabe señalar que, de acuerdo al referido marco jurídico, en caso el director de 
la institución educativa no disponga dicha medida, corresponderá al titular de la IGED 
realizar la separación preventiva del denunciado. 
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A pesar de ello, la base de datos del SIMEX muestra que, 438 de los 519 expedientes 
sobre casos de hostigamiento y violencia sexual, registran información sobre la medida 
preventiva adoptada. De estos, en 137, es decir en el 31.3% de casos, no se adoptó dicha 
medida, conforme se observa a continuación: 

 
Gráfico Nº 8 

 

 
       Fuente: Base de Datos del SIMEX 
         Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
En el Gráfico Nº 8 se advierte que la omisión en el registro de datos sobre la adopción de 
la medida preventiva es menor cada año, no obstante, continúa siendo una debilidad del 
SIMEX. De acuerdo a estas cifras, se podría inferir que 3 de cada 10 profesores 
investigados por denuncias de hostigamiento y violencia sexual, permanecen en las aulas 
de clases conviviendo con su víctima. 
 
Entre las razones que se argumentan para no disponer la separación del docente 
denunciado, estarían la falta de disponibilidad de personal de reemplazo o de presupuesto, 
sin embargo, consideramos que estos argumentos no son atendibles en la medida que las 
IGED cuentan con diversas herramientas de gestión que les permiten la cobertura de 
plazas docentes.   
 
En los lugares en los que no se ha implementado el SIMEX, el Órgano de Control 
Institucional (OCI) cumple un rol fundamental a través de sus auditorías de cumplimiento.

42
 

Es el caso de la UGEL Maynas, donde a través del Informe de Auditoria Nº 378-2018-

                                                           
42

Conforme al numeral 7.6 de la Resolución de Contraloría Nº 273-2014-CG, que aprueba las Normas Generales de 
Control Gubernamental, y numeral 6.1 de la Directiva Nº 07-2014-CG/GCSII, aprobada por Resolución de Contraloría 
473-2014-CG. 
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CG/GRLO-AC, se evidenció que de un total de 56 denuncias presentadas contra docentes 
por conductas sexuales en agravio de estudiantes, sólo en 29 de ellas se dispuso la 
separación preventiva del docente, disponiéndose el inicio del procedimiento administrativo 
disciplinario contra los funcionarios responsables de la UGEL y de su Comisión de 
Procedimientos Administrativos Disciplinarios. 
 

b) Registro de información sobre la apertura del procedimiento 
 

El procedimiento administrativo disciplinario se inicia con la resolución de apertura
43

, la 
cual presenta un resumen de los hechos denunciados, identificando todas las normas que 
se han inobservado con la conducta investigada y los tipos de falta que constituye la 
misma. 
 
Contra dicha resolución no cabe la interposición de recurso impugnativo alguno 
(reconsideración o apelación) ya que se trata de un acto de trámite. Al respecto debemos 
recordar que de acuerdo al artículo 215.2 del Texto Único Ordenado de la Ley 27444, Ley 
del Procedimiento Administrativo General: 
 

“Solo son impugnables los actos definitivos que ponen fin a la instancia y los actos 
de trámite que determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o 
produzca indefensión.” 
 

De acuerdo a la base de datos del SIMEX 2015-2017, del total de las 519 denuncias por 
conductas de hostigamiento o violencia sexual (docente-estudiante), sólo 418 presentan 
registro sobre la decisión de abrir o no procedimiento administrativo disciplinario. 
 
De este grupo de expedientes, se resolvió abrir procedimiento disciplinario en el 68.5% de 
los casos y solo en el 31.5% se procedió al archivo del mismo. 
 

Grafico Nº 9 
 

 
Fuente: Base de Datos del SIMEX 

 Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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 Artículo 36 de la Resolución Vice Ministerial 91-2015-MINEDU. 
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c) Registro de la información sobre el sentido de la resolución que pone fin al 
procedimiento disciplinario 

 
De las 286 denuncias en las cuales se decidió abrir proceso disciplinario, la base de datos 
del SIMEX solamente registra el sentido de las resoluciones finales en 195 casos, de las 
cuales el 68% sanciona al/a docente y el 32% los absuelve. 
 

Gráfico Nº 10 

 

 
          Fuente: Base de Datos del SIMEX 
             Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
Del total de 286 casos, 91 de ellos (31.8%) no muestran información con respecto al tipo 
de sanción que se impuso a los docentes hallados responsables por conductas de 
hostigamiento o violencia sexual. La ausencia de esta información impide conocer si la 
sanción impuesta fue la destitución, que es la que corresponde a dicha falta muy grave. 
 
De las 132 sanciones impuestas solamente 4 casos registran si fueron impugnadas por los 
docentes vía recurso de reconsideración o apelación, ante la misma IGED o ante el 
Tribunal del Servicio Civil, que asumió dicha competencia a partir del 01 de julio de 2016. 
 

d) Duración del procedimiento administrativo disciplinario 
 
Iniciado el procedimiento administrativo disciplinario contra un o una docente, la Comisión 
de Procedimientos Administrativos Disciplinarios para Docentes (Coproad) tiene un plazo 
de 45 días hábiles improrrogables, para disponer las investigaciones complementarias que 
permitan acreditar la veracidad de los hechos denunciados. En el caso de los docentes 
contratados, el plazo es de 30 días, conforme a lo previsto en el artículo 36º de la 
Resolución Viceministerial Nº 91-2015-MINEDU. 
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El resultado de la investigación realizada, dará lugar a la emisión de un informe final que 
será remitido al titular de la IGED, quien en el plazo de cinco (5) días deberá emitir la 
resolución correspondiente declarando la absolución de los cargos imputados o la sanción 
disciplinaria respectiva. 
 
De las 519 denuncias registradas en el SIMEX por conductas de hostigamiento y violencia 
sexual, sólo en 177 casos —es decir en el 34%— se registró tanto la resolución de 
apertura como la resolución final del procedimiento administrativo disciplinario. De estos, 
solamente en el 26% de los casos se cumplió con el plazo de 45 días para culminar el 
procedimiento disciplinario.  

 
Gráfico Nº 11 

 

 
  Fuente: Base de Datos del SIMEX 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
Por otro lado, cabe señalar que el artículo 105º numeral 105.1) del reglamento de la LRM, 
establece como plazo de prescripción para el inicio del procedimiento administrativo 
disciplinario el periodo de 01 año ―(…) contado desde la fecha en que la Comisión 
Permanente o la Comisión Especial de Procesos Administrativos Disciplinarios para 
Docentes hace de conocimiento la falta, a través del Informe Preliminar, al Titular de la 
entidad o quien tenga la facultad delegada.‖  
 
En el reciente Informe de Auditoria 378-2018-CG/GRLO-AC "Presuntas irregularidades 
efectuadas en la DREL"(periodo 1 de enero 2016 al 31 diciembre 2017), emitido por la 
Contraloría Regional de Loreto, se da cuenta de la existencia de serias deficiencias en la 
tramitación de 56 denuncias por conductas de hostigamiento y violencia sexual, 
concluyendo en que, en aplicación supletoria del plazo de prescripción del procedimiento 
administrativo disciplinario de 1 año –contado desde la apertura del procedimiento-, 
previsto en el artículo 94º de la Ley 30057, Ley del Servicio Civil, 3 casos llegaron a 
prescribir al haberse superado el referido plazo, perdiéndose la posibilidad de que las 
IGED sancionen disciplinariamente a los docentes involucrados. 
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2.2.4. Análisis de los expedientes remitidos por las Instancias de Gestión 
Educativa Descentralizadas (IGED) 

 
De la información enviada por las Instancias de Gestión Educativa Descentralizadas 
(IGED) de los departamentos de Ancash, Callao, Huánuco, Piura, Lambayeque y San 
Martín, vinculada a los expedientes de procedimientos administrativos disciplinarios 
seguidos contra docentes por conductas de hostigamiento y violencia sexual, durante el 
periodo 2015 – 2017, se seleccionaron solamente 78 casos que contaban con la 
resolución de inicio y la resolución final del procedimiento administrativo disciplinario, lo 
cual nos permitió verificar la forma cómo fueron calificadas las denuncias presentadas y la 
forma cómo se resolvieron. 
 
Dicha revisión ha permitido advertir una serie de vicios en la tramitación de expedientes 
que dieron lugar a que docentes sancionados por conductas de hostigamiento o violencia 
sexual se mantengan en la carrera magisterial y retornen a un aula de clases, cuando la 
conducta sancionada acreditaba por sí sola la falta de idoneidad del docente para cumplir 
con el rol de formador integral de los y las estudiantes.  
 
El requisito de idoneidad del profesional docente para permanecer en la carrera magisterial 
ha sido reiterado por el Tribunal Constitucional en diversas ocasiones. Así, de modo 
general ha expresado que: “Debe subrayarse la exigencia de que la educación sea 
impartida por profesionales que mantengan una conducta intachable para garantizar que el 
proceso educativo cumpla su finalidad de formación personal y de desarrollo social.”

44
 

 
En casos específicos, el Tribunal ha señalado que: 
 
 ―El recurrente sustenta la presente acción fundamentalmente en el hecho de que la 

administración no admitió todas las pruebas que ofreció. Sin embargo, la actuación de 
los careos y pericias grafotécnicas que solicitó, no cambiarían en modo alguno el 
incumplimiento de su deber de conducirse de acuerdo con sus funciones, pues lo 
concreto es que admitió haber dado un obsequio a una alumna, conducta que no es 
permisible en su condición de docente. 

 (…) 
  En consecuencia, no ha quedado acreditada la afectación de los derechos al debido 

proceso, de defensa y de presunción de inocencia (…) Es más, tanto se le permitió 
defenderse al administrado, que lo que comenzó siendo un proceso disciplinario por 
supuestos ―Actos de Inmoralidad y Acoso Sexual‖, que pudo tener incluso implicancia 
penal, terminó sólo como un proceso disciplinario, sancionándosele por no haber 
desempeñado su función educativa con dignidad y eficiencia, y con lealtad a la 
Constitución, a las leyes, y a los fines del centro educativo donde sirve, tal como 
lo prescribe el inciso a) del artículo 14° de la Ley del Profesorado, N.° 24029, como 
deber de todo profesor.

 45
 

 
A continuación, se analizan los principales vicios detectados. 
 

a) Vicios que generan la absolución o el archivo de la denuncia por 
hostigamiento y violencia sexual. 
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Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el expediente Nº 021-2012-PI/TC, 008-2013-PI/TC, 009-2013-PI/TC, 
010-2013-PI/TC y 013-2013-PI/TC. FJ 129. 

45
Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el expediente 1232-2003-PA/TC. FJ. 5 y 7. 
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 El tipo de falta imputada no corresponde a los hechos denunciados 
 
Recibida una denuncia, la Coproad debe realizar la operación jurídica denominada 
―subsunción‖. Subsumir significa hacer coincidir los hechos que se verifican en la realidad 
en los supuestos y conceptos contenidos en las normas generales y abstractas pre 
existentes. 
 
Debido a la configuración del ―Sistema de faltas” de la Ley de Reforma Magisterial, las 
autoridades administrativas deben realizar el proceso de subsunción en dos tiempos: 
 

i. En un primer momento deben revisar si la conducta del docente es subsumible 
en la ―lista de supuestos de hecho específicos‖ sancionados con cese temporal 
o destitución. 

 
En esta fase se deben consultar las definiciones legales y reglamentarias de los 
términos que se utilizan en dichos supuestos de hecho como el ―hostigamiento 
sexual‖ o los ―actos de violencia‖ (Ver cuadro 4). 

 
ii. En un segundo momento se debe verificar si la conducta del docente es 

subsumible en la ―falta madre‖, es decir, si se le puede imputar un 
―incumplimiento de funciones‖, para lo cual se debe revisar todo el marco 
normativo existente que establezca deberes, funciones o prohibiciones a los/as 
docentes. En especial se deben revisar los contenidos en la Constitución 
Política y las normas del ámbito educativo del sector público. (Ver cuadros 4 y 
5) 
 

Identificada la función, el incumplimiento debe ser calificado como leve, no 
considerado leve, grave o muy grave. 
 
Como ya se ha precisado, debido al desvalor que representa toda conducta de 
índole sexual dirigida de un/a docente hacia un/a estudiante menor de edad, la 
falta debe ser catalogada como muy grave y por lo tanto dar lugar a la 
destitución. El Tribunal Constitucional ha señalado que: 
 

“(…) analizadas las distintas causas que (…) dan lugar a la sanción de 
destitución (causar perjuicio grave al estudiante y/o a la Institución Educativa; 
maltratar física o psicológicamente al estudiante causando daño grave; 
realizar conductas de hostigamiento sexual (…) puede concluirse que, sin 
perjuicio de sus distintas características propias, todas denotan una ausencia 
absoluta de compromiso con el derecho fundamental a la educación y con su 
condición de presupuesto axiológico para alcanzar "el desarrollo integral de 
la persona humana", según reza el artículo 13 constitucional, situación que, 
como es evidente, se torna singularmente grave habiéndose tratado de 
supuestos profesionales de la docencia. 
 
En tal sentido, la efectiva vigencia del deber del Estado de proteger y 
promover el referido derecho fundamental (artículo 14° de la Constitución), 
exige no volver a situar en riesgo la estabilidad psíquica y somática del 
educando, ni la imagen e idóneo funcionamiento de las instituciones 
educativas, siendo preciso, en consecuencia, que personas cuya conducta 
ha resultado manifiestamente incompatible con estos valores 
constitucionales, no tengan oportunidad de ejercer nuevamente el cargo de 
profesores. Una interpretación discordante con este planteamiento, en 
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definitiva, violaría el contenido esencial del derecho fundamental a la 
educación, quedando, por consiguiente, proscrita constitucionalmente”.

46
 

 
En atención al principio de legalidad —entendido como vinculación a la norma—, la 
autoridad disciplinaria debe evaluar cada una de las normas existentes que puedan 
resultar aplicables y en función a ella, decidir la apertura o no del procedimiento 
disciplinario. 
 
La calidad de la operación jurídica denominada ―subsunción‖ es determinante pues la 
resolución de apertura fijará los hechos y normas a imputarse al trabajador docente en el 
procedimiento administrativo disciplinario, impidiendo que la eventual decisión 
sancionadora exceda dicho marco, en aras de cautelar el derecho de defensa del 
trabajador. 
 
De la lectura de las resoluciones emitidas en los 78 casos analizados se puede apreciar 
que las denuncias contra el personal docente que corresponden a las conductas típicas de 
hostigamiento y violencia sexual podrían ser clasificadas de un modo más específico, 
conforme se propone a continuación: 
 

Gráfico Nº 12 

 

 
       Fuente: Resoluciones Administrativas emitidas por las IGED 
       Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
No obstante, de los 78 casos, se observa que 29 denuncias por hostigamiento y violencia 
sexual —es decir el 37.2%— fueron subsumidas exclusivamente como un tipo de falta muy 
grave; 13 denuncias (16.6%) como falta grave, por ejemplo: causar perjuicio al estudiante; 
y otras 17 denuncias (21.8%) como una infracción al Código de Ética de la Función 
Pública; finalmente, 14 denuncias (17.95%) fueron subsumidas en faltas graves, muy 
graves o infracciones a la vez. 
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Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el expediente 25-2007-PI/TC. FJ. 133 y 134. 
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Gráfico Nº 13 
 

 
                         Fuente: Resoluciones Administrativas emitidas por las IGED 

         Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 
Así, solamente en el 55,15% de los casos se puede señalar que el procedimiento 
disciplinario podía culminar con la destitución del docente, que es la sanción que le 
corresponde de verificarse la realización de la conducta imputada.  
 
En el 16.60% la destitución no se podía dar ya que simplemente se imputó una falta grave 
que es sancionada con cese temporal no mayor a 1 año. Dicho de otro modo, en el 
16.60% de los casos el Estado permitió que los docentes agresores retornen a las aulas, 
exponiendo a los/as estudiantes a posibles agresiones. 
 
En el 21.80% de los casos la sanción a imponerse es incierta pues en el Código de Ética 
de la Función Pública las sanciones no se encuentran predefinidas, como sí sucede en la 
LRM. Una lectura particular que permite este grupo de casos es que los operadores 
jurídicos pudieran desconocer las normas sobre el hostigamiento y violencia sexual en las 
escuelas o, en todo caso, consideraran que los hechos denunciados no eran subsumibles 
en dicha normativa.  
 
En cualquiera de los dos escenarios, la reacción del Estado no resulta apropiada, pues 
debería existir claridad sobre la amplitud de los tipos vinculados a conductas de contenido 
sexual de los docentes y el alto grado de reproche que merecen las mismas. La valoración 
negativa aumenta si se tiene en cuenta que la ley especial prima sobre la ley general. 
 
Se debe concluir además, que la no consideración de la exigencia (deber) de idoneidad 
profesional y comportamiento moral, para la permanencia en la carrera pública magisterial 
—previsto en el artículo 56º de la LGE y el artículo 3º de la LRM—; así como la no 
valoración de las faltas muy graves ―específicas‖ previstas en el artículo 49º de la LRM 
reseñadas en el Cuadro 4, al momento de evaluar la ―apertura del procedimiento 
disciplinario‖, supone una inobservancia grave de dichas disposiciones legales, que 
vulneran el principio de legalidad o de vinculación de la Administración Pública a las 
normas. 
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Por otro lado, en ocasiones se ha detectado que las Coproad omiten subsumir los hechos 
denunciados en el sistema de faltas de la LRM alegando que dichos hechos serán materia 
de investigación por el Ministerio Público, conforme se advirtió en el caso que dio lugar a la 
presente investigación. 
  
Al respecto, cabe precisar que la posibilidad de salvaguardar la investigación y sanción de 
los mismos hechos, tanto en sede administrativa como judicial, resulta legítima en nuestro 
ordenamiento jurídico debido a que contempla la aplicación del non bis in ídem, previsto 
como un principio del procedimiento administrativo sancionador en el TUO de la Ley 
27444. 
 
En base a dicho principio, debe tenerse como regla general que, en materia disciplinaria, 
tanto la IGED como el Ministerio Público deben investigar los hechos denunciados en el 
marco de sus competencias, teniendo presente que la finalidad que se busca es distinta en 
cada ámbito. No se presenta en estos casos la vulneración de la garantía del non bis in 
ídem. 
 
Esto se debe a que dicha garantía opera únicamente cuando se verifica que entre los dos 
procesos o sanciones que se cuestionan se presenta una triple identidad

47
 de: 

 

 Sujetos 

 Hecho  

 Fundamento
48

  
 
En el caso de la coexistencia de un proceso penal y un proceso disciplinario, usualmente 
no existirá identidad de fundamento pues como lo ha señalado el Tribunal Constitucional 
“(…) las sanciones penales y disciplinarias corresponden a finalidades distintas‖

49
. Este 

criterio ha sido reiterado en diversas sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional.
50

  
 
Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la República en el Acuerdo Plenario Nº 1-
2007/ESV-22,

51
 fijó como precedente vinculante que:  

 
“(…) las sanciones disciplinarias tienen, en general, la finalidad de garantizar el 
respeto de las reglas de conducta establecidas para el buen orden y desempeño de 
las diversas instituciones colectivas (…); la sanción administrativa no requiere la 
verificación de lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos y generalmente opera 
como respuesta ante conductas formales o de simple desobediencia a reglas de 
ordenación; (…) que, en cambio, el delito debe encerrar siempre un mayor contenido 
del injusto y de culpabilidad;‖ (Resolución de Nulidad Nº 2090-2005-Lambayeque) 
 
Por su parte, el Tribunal del Servicio Civil sostiene que el non bis in idem ―(…) no 
implica necesariamente que, en el ejercicio de la potestad sancionadora del Estado, la 
responsabilidad penal subsuma en forma automática otras responsabilidades que 
pudiera implicar un conducta imputada, debido a que el fundamento en ambos tipos 
de responsabilidad ―(…) se orientan a finalidades distintas.‖

52
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Artículo 246º Inciso 11) del Texto Único Ordenado de la Ley 27444. 
48

Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el expediente Nº 2868-2004-AA/TC, fundamento 4. 
49

Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el expediente Nº 2292-2006-PHC/TC, fundamento 3 
50

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, Sentencias recaídas en los Expedientes 2692-2010-PHC/TC, FJ. 4 y 5, 361-2010-PA/TC, 
FJ. 5, 1921-2008-PA/TC, FJ. 6; y 5143-2011-PA/TC, FJ. 13. 

51
Publicado en el diario oficial El Peruano el 25 de marzo de 2008. 

52
Tribunal de Servicio Civil. Resolución emitida en el Expediente Nº 057-2010-SERVIR/TSC, fundamentos 20 y 22. 
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Un elemento adicional que debe tomarse en cuenta es que en algunos casos siquiera 
existe identidad de hechos investigados en el ámbito administrativo y en el penal. Así, 
debe diferenciarse claramente cuáles son las conductas concretas que son materia de 
investigación disciplinaria y cuáles son materia de la investigación penal en calidad de 
delito. 
 
Así, el Tribunal Constitucional ha precisado circunstancias adicionales en las cuales la 
triple identidad entre un proceso penal y uno disciplinario decae, como la plasmada en el 
Expediente 1348-2004-AA/TC, en la cual ante la falta de identidad de hechos perseguidos 
se señala:  
 

“En tal sentido, no escapa al conocimiento de este Colegiado que los profesores 
también son servidores públicos, tanto igualmente se rigen por el Decreto Legislativo 
Nº 276, y su Reglamento, el Decreto Supremo Nº 005-90-PCM. Así, el artículo 28 del 
Decreto Legislativo precitado, en su inciso j) establece que constituyen faltas graves 
los actos de inmoralidad tales como los realizados por el accionante, como el citar a la 
menor de edad, de iniciales H.F.G., a su domicilio, situación que es distinta e 
independiente de los hechos que dan lugar al proceso penal seguido en su contra; 
razón por la que la sanción administrativa impuesta se mantiene vigente, 
independientemente del resultado del proceso penal”. 

 
La opción del legislador peruano por el establecimiento de ―responsabilidades 
independientes‖ o la persecución en ―cuerdas‖ separadas de las faltas disciplinarias, que a 
la vez puedan ser consideradas delitos, está plasmada expresamente en el artículo 43º de 
la LRM que señala: 
 

“Las sanciones señaladas no eximen de las responsabilidades civiles y penales a que 
hubiera lugar, así como de los efectos que de ellas se deriven ante las autoridades 
respectivas”.

53
 

 
b) Vicios de falta de motivación  

 
Entre los Principios de la Administración de Justicia previstos en la Constitución Política se 
encuentra el referido al debido proceso y la tutela jurisdiccional. Este principio, previsto 
para el cumplimiento de las garantías y derechos fundamentales en los procesos 
judiciales, resulta también aplicable a los procedimientos administrativos tramitados en el 
sector público, conforme lo precisa el Tribunal Constitucional en reiteradas sentencias.

54
 

 
El principio del debido procedimiento administrativo previsto en el Texto Único Ordenado 
de la Ley 27444, tiene por objetivo garantizar que los administrados gocen de los derechos 
y garantías implícitas al debido proceso, tales como obtener una decisión motivada y 
fundada en derecho.  
 
Al respecto, el derecho a la motivación, previsto como derecho integrante del debido 
proceso, ―consiste en el derecho a la certeza, (…) es decir, que exista un razonamiento 
jurídico explícito entre los hechos y las leyes que se aplican (…).‖

55
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El artículo 262.2º de la Ley del Procedimiento Administrativo General también señala que: “Los procedimientos para la 
exigencia de la responsabilidad penal o civil no afectan la potestad de las entidades para instruir y decidir sobre la 
responsabilidad administrativa, salvo disposición judicial expresa en contrario.” 
54

Tribunal Constitucional. Sentencia Nº 6389-2015-AA/TC, fundamento 4, y Nº 4293-2012-AA/TC, fundamento 8. 
55

Tribunal Constitucional. Sentencia emitida en el expediente Nº 4123-2011-PA/TC, fundamento 4. 
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En ese sentido, las resoluciones administrativas sin la debida motivación pueden 
declararse nulas en sede administrativa o judicial, debido a que el TUO de la Ley 27444, 
tiene a la motivación como un requisito de validez, y vicios como los que se exponen a 
continuación pueden producir dicho resultado. 
 

 Se sanciona una falta muy grave con una sanción menor 
 
Como se ha señalado, los artículos 48º y 49º de la LRM presentan un catálogo de 
conductas tipificadas como faltas graves y muy graves, asimismo ha establecido que 
dichas faltas son sancionadas con el cese temporal y la destitución, respectivamente; por 
lo que no corresponde imponer una sanción distinta a la prevista en la norma. 
 
No obstante, en 5(

56
) de los 78 casos revisados, se observa que la IGED dispuso la 

apertura de procedimiento administrativo disciplinario imputando al docente la comisión de 
una falta grave y una falta muy grave por conductas de hostigamiento y violencia sexual, 
sin embargo, al momento de expedir su resolución final, sin exponer motivación alguna, 
sancionó los hechos como un tipo de falta grave imponiendo al responsable únicamente la 
sanción de cese temporal, cuando correspondía destituir al agresor. 
 
En otros 3(

57
) casos sobre denuncias por mantener relaciones sexuales o cometer 

violación sexual en agravio de estudiantes, a pesar que al momento de la apertura del 
procedimiento disciplinario se subsumieron dichas conductas como faltas muy graves, la 
sanción que finalmente se impuso por las mismas fue la de cese temporal. En otras 
palabras, sin motivar las razones de la decisión, conductas que configuran delitos de 
violación y seducción, para las autoridades administrativas no ameritaban la destitución del 
responsable. 
 
Sin embargo, lo más grave es el desconocimiento del principio de legalidad, pues la 
sanción de destitución ha sido predeterminada por la LRM y no admite graduación. 
 

 Se sanciona por falta distinta a la imputada al inicio del procedimiento  
 
Como se ha señalado la adecuada apertura del procedimiento administrativo disciplinario 
es vital para garantizar que se aplique la sanción que corresponde en los casos de 
hostigamiento y violencia sexual, destitución del/a docente responsable, así como para 
garantizar el derecho de defensa del denunciado.  
 
Los errores en esta fase pueden desencadenar en nulidades procesales y retrasar la 
reacción del Estado ante conductas tan graves. 
 
A pesar de esta premisa tan básica, en 5(

58
) de los 78 casos revisados, las IGED 

resolvieron sancionar al encausado por una falta distinta a la inicialmente imputada. 
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Resoluciones: (Nº 1094-2017-UGEL-CARHUAZ, Nº 1423-2017-UGEL-CARHUAZ), (Nº 5281-2015-DRE-CALLAO, Nº 
8521-2015-DRE-CALLAO), (Nº 3469-2016-UGEL SULLANA, Nº 2828-2016-UGEL SULLANA), (1197-2015-UGEL-
LAURICOCHA, Nº 861-2016- UGEL-LAURICOHA) y (Nº 537-2017-UGEL-LAURICOCHA, Nº 653-2017-UGEL 
LAURICOCHA). 

57
Resoluciones: (Nº 5281-2015-DRE CALLAO, Nº 8521-2015- DRE CALLAO), (Nº 537-2017-UGEL LAURICOCHA, Nº 
653-2017-UGEL LAURICOCHA) y (2102-2017--GR.LAMB/GRED/UGEL.FERR, Nº 482-2018-
GR.LAMB/GRED/UGEL.FERR) 

58
Resoluciones: (Nº 942-2016-UGEL-C, Nº 1285-2016-UGEL-C), (Nº 2102-2017-GR.LAMB, Nº 482-2018-GR.LAMB), 
(Nº 3469-2016-UGEL SULLANA, Nº 2828-2016-UGEL SULLANA), (109-2016-GRSM-DRE-UGEL-M, Nº 188-2016-
GRSM-DRE-UGEL-M), y (Nº 2984-2016-UGEL MORROPON, Nº 1818-2016-UGEL MORROPON) 
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 Se apertura procedimiento disciplinario sin indicar el tipo de falta 
imputada 

 
Este tipo de deficiencia se advirtió en 7(

59
) de los 78 casos revisados, en los cuales, al 

momento de elaborar la resolución de apertura se omitió indicar el tipo de falta imputada al 
encausado, dejando evidencia de causales de nulidad en el procedimiento administrativo 
disciplinario por vulneración de los principios de tipicidad y derecho de defensa. 
 

c) Consecuencias generadas por los vicios anotados 
 
Algunos de los defectos advertidos explican por qué de los 78 casos analizados, a pesar 
del alto número de sanciones impuestas (66), el número de destituciones es inversamente 
proporcional (18). 
 
La cifra de destituciones evidencia que a pesar que los hechos de hostigamiento y 
violencia sexual fueron acreditados y dieron lugar a una sanción, la sanción que se impuso 
en dichos casos no fue la destitución, como corresponde a ley. 
 

Gráfico Nº 14 

 

 
                       Fuente: Resoluciones Administrativas emitidas por las IGED 
                       Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 

d) Casos ilustrativos 
 
Los preocupantes hechos detrás de todos los casos analizados por la Defensoría del 
Pueblo, permiten corroborar la necesidad de valorar cuidadosamente los diversos tópicos 
que se proponen a lo largo del presente informe. Con dicho fin, hemos considerado 
pertinente seleccionar 3 casos ilustrativos, los cuales se detallan a continuación: 
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Resoluciones: (Nº 1434-2017-UGE-P, Nº 444-2018-UGEL-P), (Nº 1528-2016-DRE-HUANCABAMBA, Nº 1718-2016-
DRE HUANCABAMBA), (Nº 3295-2015-UGEL SULLANA, Nº 5236-2015 UGEL SULLANA), (Nº 3658-2016-UGEL 
SULLANA, Nº 1404-2017 UGEL SULLANA), (Nº 4459-2016-UGEL SULLANA, Nº 1405-2017 UGEL SULLANA),      
(Nº 5355-2016-UGEL SULLANA, Nº 2127-2015 UGEL SULLANA) y (Nº 2983-2017-UGEL- MORROPON, Nº 1819-
2017 UGEL MORROPON). 
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Caso 1: Destitución por sentencia judicial 
 

Mediante Resolución 8522-2015-DRE-CALLAO la denuncia por conducta de acoso y 
propuestas sexuales fue calificada como falta grave y sancionada simplemente con el cese 
temporal del docente agresor, perteneciente a la carrera magisterial. 

 
Más adelante dicho docente fue sentenciado en el Expediente Judicial Nº 2425-2016-0-
0701-JR-PE-09, por el delito contra la libertad sexual —actos contra el pudor— 
tocamientos indebidos en partes íntimas en agravio de una menor de edad. 

 
Este caso, demuestra que la sanción impuesta deficientemente permitió que una persona 
sancionada por conductas de hostigamiento y violencia sexual en agravio de estudiantes, 
pudiera retornar a un aula de clases, exponiendo la integridad sexual de los otros 
alumnos/as que acudían a la misma escuela donde laboraba. 

 
Caso 2: Tocamiento y posterior violación 

 
Mediante Resolución 188-2016-GRSM-DRE-UGEL-M la conducta de agresión sexual 
(violación) en agravio de una alumna fue calificada como una falta muy grave y sancionada 
con la destitución del docente de la carrera pública magisterial.  

 
Meses después dicho docente fue detenido por la Policía Nacional del Perú como 
integrante de una red de trata de personas.

60
 

 
Este caso, debido a las conductas del docente sancionado, sería un indicio de que la 
autoridad educativa no viene disponiendo la realización de una evaluación psicológica a su 
personal docente, no obstante que estos tienen el deber de presentarse a las evaluaciones 
médicas y psicológicas cuando sea requerido por la autoridad competente. (artículo 40 
inciso d) de la LRM)  
 
Asimismo, que los concursos de ingreso a la carrera pública magisterial y contratación 
docente, no vienen garantizando una evaluación psicológica adecuada de los docentes a 
los cuales la sociedad confía el cuidado de menores de edad. 

 
Caso 3: Hostigamiento y violencia sexual 

 
Mediante Resolución 8521-2015-DRE-CALLAO, la conducta de violencia sexual de un 
docente en agravio de su alumno (mantener relaciones sexuales) fue calificada como una 
falta muy grave, no obstante se le sancionó como responsable de una falta grave, 
imponiéndole la medida de cese temporal de sus funciones, pese a que en las 
investigaciones se determinó, por reconocimiento del docente y agraviado, que los 
encuentros sexuales se produjeron en la institución educativa, así como que el alumno 
agraviado obtuvo calificaciones aprobatorias no obstante su inasistencia a clases. 

 
Este caso refleja que el derecho a la integridad e indemnidad sexual de las niñas, niños y 
adolescentes, y el principio del Interés Superior del Niño, fueron infravalorados por las 
autoridades de la IGED al decidir mantener en la carrera pública magisterial a un docente 
que reconoció los actos de hostigamiento y violencia sexual denunciados, en lugar de 
destituirlo legítimamente en aplicación del artículo 49º inc. f) de la Ley de Reforma 
Magisterial. 
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Nota de Prensa MININTER Nº 1263-2017 - Policía Nacional rescata a 31 mujeres víctimas de trata de personas en 
conocido nigth club de Sullana 
Ver:https://www.mininter.gob.pe/content/polic%C3%ADa-nacional-rescata-31-mujeres-v%C3%ADctimas-de-trata-de-
personas-en-conocido-night-club-de. 
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2.2.5. Casos registrados ante el Tribunal del Servicio Civil (TSC) 
 

Conforme al artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 1023,
61

 el Tribunal del Servicio Civil 
(TSC) tiene por función la resolución de controversias individuales que se susciten al 
interior del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos. Sin embargo, la 
implementación de dicha función tiene carácter progresivo.  
 
Mediante comunicado publicado en el diario oficial El Peruano el 01 de julio del 2016, el 
Tribunal del Servicio Civil asumió la competencia para resolver los recursos de apelación 
de entidades del gobierno regional y local en materia disciplinaria. 
 
De la revisión de la base de datos del Tribunal del Servicio Civil, se observa que durante el 
periodo 2015-2017 se emitieron 1,897 resoluciones referidas a recursos de apelación 
presentadas por docentes en el marco de procedimientos disciplinarios, de las cuales 174 
analizan las sanciones impuestas por conductas de hostigamiento o violencia sexual en 
agravio de estudiantes.  

  
Gráfico Nº 15 

 

 
       Fuente: Base de Datos del Tribunal del Servicio Civil 
                        Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
a) Tipo de sanciones cuestionadas ante el Tribunal del Servicio Civil 

 
La revisión de las 174 resoluciones permitió advertir el tipo de sanción que se impuso a los 
docentes por conductas de hostigamiento y violencia sexual. Al respecto, resulta 
preocupante que el 55.7% de sanciones impuestas por las IGED haya sido el cese 
temporal (suspensión, multa, inhabilitación), cuando —como se ha señalado— lo que 
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Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, Rectora del Sistema Administrativo de Gestión 

de Recursos Humanos. 
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corresponde ante este tipo de conductas es la destitución. Solamente el 44.2% de las 
sanciones impuestas por las IGED fue la destitución. 
 

Gráfico Nº 16 
 

 
                   Fuente: Base de Datos del Tribunal del Servicio Civil 
                   Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 

b) Resoluciones observadas por el Tribunal del Servicio Civil 
 
De las 174 resoluciones revisadas, 60 —es decir el 34.5%— presentaban defectos que 
conllevaron a su declaración de nulidad por parte del TSC, y 17 (9.8%) fueron revocadas 
absolviendo al docente de la falta imputada. 

 
Gráfico Nº 17 

 

 
                        Fuente: Base de Datos del Tribunal del Servicio Civil 
                        Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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Las resoluciones que fueron anuladas y revocadas por el TSC representan el 44.3%, lo 
que pone en evidencia la baja calidad resolutiva de las IGED en los procedimientos 
disciplinarios referidos a hostigamiento y violencia sexual.  
 
A continuación, se señalan los principales defectos evidenciados por el TSC: 
 

Gráfico Nº 18 
 

 
             Fuente: Base de Datos del Tribunal del Servicio Civil 
             Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 
De los 17 casos en los que se declaró fundada la apelación, los hechos que motivaron la 
absolución del/la docente procesado/a fueron: 
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Gráfico Nº 19 
 

 
                         Fuente: Base de Datos del Tribunal del Servicio Civil 
                         Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 
El Gráfico Nº 19 muestra que de las 17 resoluciones que absolvieron al personal docente, 
el 88.2% de los casos se debió a la falta de medios probatorios que sustentaban la sanción 
impuesta. 
 
Esto evidencia que existen casos donde las IGED realizan un escaso diligenciamiento de 
los medios probatorios para sancionar, con certeza, las conductas de hostigamiento y 
violencia sexual, no obstante que están legitimadas para tomar la declaración de testigos, 
documentos públicos o privados, grabaciones y fotos, así como solicitar la práctica de 
pericias psicológicas, psiquiátricas, entre otras, de conformidad con el artículo 8º del 
Reglamento de la Ley Nº 27942. 
 
Cabe indica que un medio probatorio esencial para sustentar debidamente la aplicación de 
una sanción administrativa por este tipo de conductas, lo constituye la evaluación 
psicológica practicada al docente denunciado, la cual debe ser obligatoria y no quedar a 
criterio de la Coproad,

62
 conforme está señalado en la Resolución Viceministerial Nº 091-

2015-MINEDU. 
 
Asimismo, debe incentivarse que los titulares de las IGED celebren convenios de 
colaboración interinstitucional, principalmente con entidades públicas, para que las 
Coproad dispongan la realización oportuna de peritajes informáticos y psicológicos y, 
eventualmente, para interpretación del lenguaje de señas, braille entre otros.   
 

c) Regiones con mayores casos de personal de educación sancionados  
 
De acuerdo a la información remitida por el Tribunal del Servicio Civil, se observa que las 
174 resoluciones emitidas por dicho tribunal corresponden a casos de las siguientes 
jurisdicciones territoriales: 
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Conforme a lo previsto en el artículo 13º numeral 4) de la Resolución Viceministerial Nº 091-2015-MINEDU. 
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Gráfico Nº 20 

 

 
                  Fuente: Base de Datos del Tribunal del Servicio Civil 
                  Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 
El alto número de casos provenientes de los distritos de Lima Metropolitana se explica por 
la temprana asunción de funciones revisoras por parte del TSC en la ciudad de Lima. 
 

2.2.6. Registro Nacional de Sanciones contra Servidores Civiles - RNSSC 
 
El artículo 261º del TUO de la Ley Nº 27444 precisa que el Registro Nacional de 
Sanciones contra Servidores Civiles consolida toda la información relativa al ejercicio de la 
potestad administrativa sancionadora, disciplinaria y funcional ejercida por las entidades de 
la Administración Pública. 
 
La finalidad del RNSSC es dar a conocer las sanciones administrativas disciplinarias y 
funcionales impuestas a los servidores civiles; así como los impedimentos para el ejercicio 
de la función pública (artículo 2º del Decreto Supremo 12-2017-JUS). 
 
Las entidades públicas se encuentran obligadas a revisar el listado mensual del aplicativo 
que contiene la relación de nuevos inhabilitados para el ejercicio de la función pública, la 
cual es publicada en la página web de SERVIR (artículo 4º del Decreto Legislativo 1295). 
 
La responsabilidad de supervisar el incumplimiento o irregularidades en el registro está a 
cargo de los Órganos de Control Institucional – OCI de cada entidad. 
 
De acuerdo a lo informado por SERVIR

63
 al 09 de abril de 2018, de las 246 Instancias de 

Gestión Educativa Descentralizadas existentes a nivel nacional, sólo 144 —es decir el 
58.5%—, han cumplido con designar al servidor responsable de realizar los registros y el 
levantamiento de sanciones en el RNSCC, no obstante que su implementación fue 
dispuesta el año 2014.

64
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Mediante Oficio Nº 2089-2018-SERVIR/GDSRH de fecha 12 de abril de 2018. 
64

Conforme a la Duodécima Disposición Complementaria Final del Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM, Reglamento 
General de la Ley Nº 30057- Ley del Servicio Civil. 
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Gráfico Nº 21 

 

       
 Fuente: Gerencia de Desarrollo del Sistema de Recursos Humanos del SERVIR 
 Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
Asimismo, de las 86 sanciones que fueron confirmadas por el Tribunal del Servicio Civil, 48 
corresponden a destituciones, y sólo 11 de ellas —es decir el 23%— están inscritas en el 
RNSSC. 

 
Gráfico Nº 22 

 

 
   Fuente: Registro Nacional de Sanciones contra Servidores Civiles 
                   Elaboración: Defensoría del Pueblo 
 
 
Finalmente, cabe señalar que en el derecho administrativo se parte de la premisa que la 
sola interposición de una denuncia no convierte al denunciante en sujeto o parte del 
procedimiento. Por tal razón, en principio, no puede impugnar las resoluciones finales que 
se expidan en el procedimiento disciplinario que eventualmente se pueda instaurar tras su 
denuncia.

65
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Conforme al último párrafo del artículo 50º de la Resolución Viceministerial Nº 091-2015-MINEDU. 
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Sin embargo, es necesario tener presente que la calidad de administrado no sólo 
corresponde a las personas que posean derechos que están en juego en el procedimiento 
en curso —como ocurre en el caso de los/as docentes que son procesados/as 
disciplinariamente— sino que en virtud de lo dispuesto en el artículo 60.2º del TUO de la 
Ley 27444, es aplicable también a:  

 
“Aquellos que, sin haber iniciado el procedimiento, posean (…) intereses legítimos que 
pueden resultar afectados por la decisión a adoptarse”. 

 
En este sentido, resulta relevante lo dispuesto por la Ley Nº 27942, Ley de Prevención y 
Sanción del Hostigamiento Sexual, que ilustrativamente reconoce a la víctima de este tipo 
de conducta el derecho al ―(…) pago de una indemnización por el daño sufrido, sin 
perjuicio de la sanción disciplinaria que se imponga a los profesores y directores de los 
centros y programas educativos.‖ 
 
Al respecto, MORÓN URBINA señala que debe considerarse la jurisprudencia española

66
 

cuando precisa que el interés legítimo debe interpretarse como ―aquella situación en la 
que, de prosperar la pretensión de su titular, se obtendría un beneficio o se dejaría de sufrir 
un perjuicio de carácter material o jurídico, derivado del acto de la Administración‖ 
(sentencias del Tribunal Constitucional de octubre de 1982, julio de 1983 y febrero de 
1987).

67
 

 
Por lo tanto, teniendo en cuenta que el hecho antijurídico que origina el daño sufrido por la 
víctima de hostigamiento o violencia sexual será acreditado con el pronunciamiento oficial 
de su empleador declarando la comisión de una falta administrativa, se debe ponderar en 
cada caso si el interés que eventualmente pueda invocar algún padre o madre de familia –
en representación de su hijo/a- es actual y probado, por ejemplo a través de un certificado 
médico que indique que el/la estudiante ha sufrido un impacto psicológico negativo. 
 
Consecuentemente, en tutela del derecho al pago de indemnización que la ley reconoce a 
favor de la víctima de hostigamiento y violencia sexual, debe permitirse que el denunciante 
solicite la revisión del archivo de su denuncia, cuando se presenten vicios como los 
anotados precedentemente. 
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Poder Judicial de España. Roj: STS6837/2008 – ECLI:ES:TS:2008:6837. Tribunal Supremo. Sala en lo Contencioso. 
www.poderjudicial.es 

67
Morón Urbina, Juan Carlos (2017) ―Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General ―. Lima. Gaceta 
Jurídica. Tomo I, pág. 611.  
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CONCLUSIONES 
 
Sobre el marco regulatorio del ámbito educativo en materia de hostigamiento sexual 
 
1. El concepto jurídico hostigamiento sexual —como causal de destitución de la carrera 

docente— y otras figuras afines —como el acoso sexual— ha merecido desarrollo 
legal reglamentario e infra reglamentario. Las normas vigentes abordan tanto el 
hostigamiento sexual en el marco de relaciones laborales, como en el marco de la 
relación docente - estudiante. 

 
2. Esta situación de dispersión normativa y ausencia de un enfoque especializado en el 

tratamiento del hostigamiento y violencia sexual, en el marco de la relación docente-
estudiante, no ha contribuido a garantizar una adecuada aplicación normativa en una 
materia tan sensible y prioritaria. En este sentido, es necesario mejorar la regulación 
sectorial con la finalidad de desarrollar directamente en el reglamento de la Ley de 
Reforma Magisterial los conceptos de hostigamiento y violencia sexual, en el marco de 
la relación docente-estudiante. 

 
Expedientes remitidos por las Instancias de Gestión Educativa Descentralizada 
(IGED) 
 
3. Solo en el 55.15% de 78 expedientes remitidos por las IGED se garantizó que el 

procedimiento administrativo disciplinario pueda culminar con la destitución del 
docente denunciado al habérsele imputado una falta muy grave al momento de la 
apertura del mismo.  

 
4. En el 16.60% de los expedientes las IGED impidieron que se pueda aplicar la sanción 

de destitución a los/as docentes denunciados, debido a que al momento de la apertura 
del procedimiento, solo se les imputó —indebidamente— una falta grave, que puede 
ser sancionada solo con cese temporal.  

  
5. En el 21.80% de los casos revisados, era improbable que el resultado del 

procedimiento administrativo disciplinario terminara con la destitución del docente, en 
la medida que los hechos se calificaron como infracciones al Código de Ética de la 
Función Pública, la cual no tiene sanciones predeterminadas para los supuestos de 
hostigamiento y violencia sexual. 

 
6. Estos resultados reflejan la infra valoración de las conductas muy graves de 

hostigamiento y violencia sexual por parte de los/as operadores/as jurídicos/as de las 
IGED, más allá de la inobservancia de las normas que regulan dichas figuras. Un claro 
ejemplo de la reiterada infra valoración de las conductas de contenido sexual se 
encuentra en los 3 expedientes de las IGED en los que se investigaron denuncias por 
mantener relaciones sexuales o cometer violación sexual en agravio de estudiantes, 
las cuales únicamente fueron sancionadas con la medida de cese temporal.  

 
7. Es necesario reforzar la capacitación de los funcionarios de las IGED sobre el marco 

disciplinario aplicable por conductas de hostigamiento y violencia sexual, con especial 
énfasis en el procesamiento de dichas conductas tipificadas como muy graves. 
 

8. El modelo disciplinario de la Ley de Reforma Magisterial que se sustenta en cláusulas 
de remisión y conceptos jurídicos, así como la pluralidad y dispersión regulatoria, son 
factores que no contribuyen a la consecución de estándares de calidad en la aplicación 
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normativa, máxime en un contexto generalizado de falta de capacitación y alta rotación 
de personal en el ámbito laboral. 

 
Bases de datos de la Autoridad del Servicio Civil (SERVIR) 
 
9. El análisis de las 174 resoluciones emitidas por el Tribunal del Servicio Civil (TSC), 

entre los años 2015-2017, sobre casos de hostigamiento y violencia sexual contra 
docentes, permite evidenciar que el 55.7% de las sanciones impuestas por las IGED 
por conductas de connotación sexual fue el cese temporal, cuando —como se ha 
señalado— lo que corresponde ante este tipo de comportamientos es la destitución. 
Solo el 44.2% de las sanciones impuestas por las IGED fue la destitución. 

 
10. En el mismo periodo, 77 resoluciones revisadas por el TSC fueron anuladas y/o 

revocadas, lo que pone en evidencia la baja calidad resolutiva de las IGED en los 
procedimientos disciplinarios referidos a hostigamiento y violencia sexual.  

 
Sobre el Sistema especializado de casos sobre violencia escolar (SíseVe) 

 
11. En el periodo 2015-2017, la base de datos del SíseVe registra 5506 denuncias por 

actos de violencia (física, psicológica, verbal y sexual) del personal de las IE públicas 
en agravio de estudiantes, de los cuales 1270 —es decir el 23%— estaban referidas a 
violencia sexual. 

 
12. El SíseVe no está interconectado con el Sistema Informático de Monitoreo de 

Expedientes (SIMEX), lo cual no permite hacer un seguimiento de la denuncia 
presentada, desde su inicio hasta su conclusión. Asimismo, la coexistencia de diversos 
sistemas que abordan un mismo problema supone una duplicidad de labores, por lo 
menos en los parámetros y registros que resultan comunes. 

 
Sobre el Sistema de Monitoreo de Expedientes (SIMEX) 

 
13. Desde el año 2014, en que se creó el SIMEX, a julio del 2018, solo 151 de las 246 

Instancias de Gestión Educativa Descentralizada (IGED) existentes, es decir el 61.3%, 
han cumplido con designar a un servidor para el ingreso de información al SIMEX. 
 

14. Una de las mayores debilidades del SIMEX es el registro incompleto de información, 
pues ello desvirtúa su finalidad como herramienta de monitoreo de los procedimientos 
disciplinarios, que es brindar el sustento necesario para la toma de las decisiones 
correctivas que resulten necesarias, en todos los niveles de gobierno. 

 
15. En el periodo 2015-2017, el SIMEX registra un total de 14,725 denuncias contra 

personal docente y administrativo por cualquier tipo de falta administrativa. De estas, 
2365 denuncias —es decir el 16.5%— están relacionadas a denuncias por conductas 
de violencia física, psicológica y sexual.  

 
16. Los casos por hostigamiento y violencia sexual en el SIMEX ascendieron a 519, 

representando el 3.52% de las denuncias por violencia registradas en dicho sistema. 
Sin embargo, esta cifra no coincide con las denuncias registradas en el SíseVe, donde 
se reportan 1270 casos de violencia sexual, en el mismo periodo. 

 
Tramitación de casos por hostigamiento y violencia sexual, según el SIMEX 
 
17. De un total de 438 denuncias por conductas de hostigamiento y violencia sexual que 

cuentan con información registrada relevante, en 137 —es decir el 31.3%— las IGED 
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no adoptaron la medida de separación preventiva contra el docente agresor, a pesar de 
tener carácter obligatorio. Ello supone el incumplimiento del deber elemental de brindar 
protección efectiva a los/as estudiantes tras una denuncia muy grave. 
 

18. De 177 denuncias con información relevante en el SIMEX, solo en 46 casos  
—es decir el 26%— se cumplió con el plazo de 45 días para culminar el procedimiento 
disciplinario iniciado, lo que evidencia que el sistema disciplinario actual no cumple con 
los parámetros mínimos de calidad –tiempo de resolución-. Por lo tanto, es necesario 
analizar la posibilidad de migrar a un sistema disciplinario en que el órgano instructor 
sea unipersonal de carácter técnico-jurídico, a fin de aprovechar mejor los recursos 
humanos disponibles y reducir el tiempo de deliberación, siguiendo  
—mutatis mutandis— el modelo de la Ley del Servicio Civil.  

 
19. De las 132 denuncias en las cuales se registraron sanciones contra docentes, solo en 

4 se tiene información de que sí fueron impugnadas. Sin embargo, la omisión de 
registro impide conocer si las sanciones quedaron firmes y, por lo tanto, si corresponde 
su inscripción en el Registro Nacional de Sanciones contra Servidores Civiles 
(RNSSC), a fin de garantizar que personal inidóneo no sea contratado o nombrado por 
ninguna otra IGED.  

 
20. La interconexión del SIMEX con las bases de datos de la Autoridad Nacional del 

Servicio Civil (SERVIR) podría coadyuvar a evitar el doble registro, así como contar 
con información en tiempo real y oportuna. 

 
Registro Nacional de Sanciones contra Servidores Civiles (RNSSC) 
 
21. Solo 144 de las 246 IGED —es decir el 58.5%— han cumplido con acreditar ante 

SERVIR al funcionario encargado de ingresar al RNSSC las sanciones consentidas o 
confirmadas. Esta situación genera el riesgo de que el personal docente sancionado 
con cese temporal o destitución por conductas de hostigamiento y violencia sexual, 
pueda volver a ser contratado en cualquier otra IGED del territorio nacional, no 
obstante que cuenta con una inhabilitación vigente.  

 
 
RECOMENDACIONES 
 
Al Ministerio de Educación 
 
1. MODIFICAR el reglamento de la Ley de Reforma Magisterial con la finalidad de: 

 
a) Desarrollar los conceptos jurídicos de hostigamiento sexual y violencia sexual, en 

el propio texto del reglamento, con la finalidad de generar mayor predictibilidad 
sobre los alcances de las prohibiciones impuestas a los docentes.  

 
La colaboración reglamentaria debe prohibir toda conducta de connotación sexual 
o indebida —desde rozamientos y frases indebidas hasta el contacto físico 
sexual— sin necesidad que medie violencia o amenaza y aun cuando se cuente 
con la aceptación del agraviado/a o sus padres. 
 

b) Configurar al órgano instructor, en el caso de las faltas graves y muy graves, 
como un órgano unipersonal de carácter eminentemente técnico-jurídico, con la 
finalidad de profesionalizar y dotar de celeridad a la investigación. Dicho órgano 
deberá contar con el apoyo de Secretarías Técnicas que pueden estar 
compuestas por uno o más servidores abogados. 
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c) Establecer la obligación de especialización de —por lo menos— una secretaría 

técnica en la investigación de denuncias por hostigamiento y violencia sexual, la 
cual deberá ostentar competencia exclusiva en esta materia. En cualquier caso, 
se debe configurar el trámite preferente de este tipo de denuncias.  

 
2. FORTALECER las capacidades de los funcionarios de las IGED, encargados de resolver 

las denuncias por hostigamiento y violencia sexual, así como de los servidores civiles 
que realizan labores de apoyo en su trámite, en coordinación con los gobiernos 
regionales. 

 
3. EXIGIR la determinación de responsabilidades ante los gobiernos regionales por el 

incumplimiento de funciones vinculadas a: 
 
a) La implementación del SIMEX y el registro de información. 

 
b) La adopción de la medida de separación preventiva de los docentes denunciados 

por conductas de hostigamiento o violencia sexual contra estudiantes en las 
escuelas. 

 
4. ELABORAR indicadores de calidad en la atención de los procedimientos administrativos 

disciplinarios en materia de hostigamiento y violencia sexual, sobre la base de la 
información reportada en el SIMEX. Asimismo, se deberá publicar semestralmente el 
monitoreo y seguimiento de los indicadores en la página web del Ministerio de 
Educación. 

 
5. GESTIONAR la unificación del SíseVe y el SIMEX, así como su interoperabilidad con los 

sistemas informáticos del Tribunal del Servicio Civil y la Autoridad Nacional del 
Servicio Civil, a fin de optimizar la información y no duplicar esfuerzos. 
 

A las Instancias de Gestión Educativas Descentralizadas (IGED) 
 

6. CUMPLIR con designar ante el Ministerio de Educación y la Autoridad Nacional del 
Servicio civil a los servidores/as encargados/as de realizar el ingreso y remisión de 
información al SIMEX y al Registro Nacional de Sanciones contra Servidores Civiles 
(RNSSC), respectivamente.  

 
7. SANCIONAR toda omisión de funciones vinculada a la tramitación de procedimientos 

disciplinarios en materia de hostigamiento sexual y violencia sexual, en especial las 
vinculadas a la adopción de la medida de separación preventiva de docentes y al 
ingreso y actualización de información en el SIMEX y en el Registro Nacional de 
Sanciones contra Servidores Civiles (RNSSC). 

 
8. IDENTIFICAR los recursos de apelación resueltos a nivel regional a partir del 1 de julio 

del 2016, fecha en que el Tribunal del Servicio Civil asumió competencia, con la 
finalidad que sean derivados a dicho órgano para su revisión de oficio, de conformidad 
con los precedentes administrativos emitidos a la fecha. 

 
A los directores de las Instituciones Educativas Públicas 
 
9. CUMPLIR con ejecutar, sin excepción, la medida preventiva de separación del personal 

docente denunciado administrativa o judicialmente, por conductas de hostigamiento 
sexual y violencia sexual en agravio de estudiantes. 
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A la Autoridad Nacional del Servicio Civil (SERVIR) 

 
10. MODIFICAR la Directiva que regula el funcionamiento del Registro Nacional de 

Sanciones contra Servidores Civiles, a fin de disponer que será el Tribunal del 
Servicio Civil el que directamente solicite la inscripción en el registro de las sanciones 
de destitución y cese temporal de los/as docentes, que en virtud de su 
pronunciamiento hayan agotado la vía administrativa.  
 

A la Contraloría General de la República 
 
11. INCORPORAR en la programación anual de los órganos de control institucional, 

auditorías de cumplimiento, sobre la aplicación de la medida de separación preventiva 
del docente denunciado por conductas de hostigamiento y violencia sexual contra 
estudiantes en las escuelas y determinar la responsabilidad de sus funcionarios en 
caso de incumplimiento. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


